VERSIÓN ESTENOGRÁFICA DE LA CUADRAGÉSIMA SEGUNDA SESIÓN ORDINARIA DEL PLENO DEL INSTITUTO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL DISTRITO FEDERAL, CELEBRADA EL DÍA 20 DE NOVIEMBRE DE 2013, EN LAS INSTALACIONES DEL MISMO INSTITUTO. 

C. OSCAR GUERRA FORD, COMISIONADO CIUDADANO PRESIDENTE.- Comisionados ciudadanos del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, siendo las 11 de la mañana con 15 minutos del día 20 de noviembre del 2013, solicito al licenciado José de Jesús Ramírez Sánchez, Secretario Técnico de este Instituto, que proceda al pase de lista con el fin de verificar si existe el quórum establecido por la ley para la celebración de la Cuadragésima Segunda Sesión Ordinaria del Pleno de este Instituto, y a la cual se ha convocado. 

Por favor, señor Secretario, proceda. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ, SECRETARIO TÉCNICO.- Gracias, Comisionado Presidente. 

Procedo a pasar lista de asistencia a los integrantes de este Pleno. Están presentes los comisionados ciudadanos: Oscar Mauricio Guerra Ford, Mucio Israel Hernández Guerrero, David Mondragón Centeno, Luis Fernando Sánchez Nava, Alejandro Torres Rogelio. 

Señor Presidente, le informo que existe el quórum legal requerido para sesionar de conformidad al Artículo 70 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, así como al Artículo 17 del Reglamento de Sesiones de este Pleno. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Muchas gracias, señor Secretario. 

En virtud de que existe el quórum legal establecido, se declara abierta la Sesión. 

Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo de los asuntos del Orden del Día de esta Sesión. 

Es necesario indicar que el desarrollo de la misma, será de conformidad con el procedimiento establecido en el Artículo 21 del Reglamento de Sesiones de este Pleno. 

Señor Secretario, haga favor de proceder a dar lectura a la Orden del Día. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- El Orden del Día de esta Sesión es el siguiente: 
I.      Lista de asistencia y verificación del quórum legal. 

II.     Lectura, discusión y, en su caso, aprobación del Orden del Día. 

III.    Presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acta de la Cuadragésima Sesión Ordinaria de este Pleno, celebrada el 06 de noviembre de 2013.

IV.    Presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acuerdo mediante el cual se aprueba el Programa Operativo Anual y el Proyecto de Presupuesto de Egresos del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, correspondiente al Ejercicio Fiscal 2014.

V.
Presentación, discusión y, en su caso, aprobación de dos Proyectos de Resolución de Recursos de Revisión interpuestos ante el InfoDF, en materia de solicitudes de acceso a datos personales.

VI.
Presentación, discusión y, en su caso, aprobación de 25 Proyectos de Resolución de Recursos de Revisión interpuestos ante el InfoDF, en materia de solicitudes de acceso a la información.

VII.
Asuntos Generales.

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Gracias, señor Secretario.

Señores comisionados ciudadanos, está a su consideración esta Orden del Día. 

Si no hay ningún comentario a la misma.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo con la Orden del Día, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Orden del Día de la Cuadragésima Segunda Sesión Ordinaria de este Pleno.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acta de la Cuadragésima Sesión Ordinaria de este Pleno, celebrada el pasado 06 de noviembre del 2013. 

Señores comisionados, queda a su consideración el proyecto de esta acta.

Si no hay ninguna observación, además de las observaciones que se han hecho llegar a la Secretaría Técnica.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo con el Acta del 06 de noviembre del 2013, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.
C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación, discusión y, en su caso, aprobación del Programa Operativo Anual y del Proyecto de Presupuesto de Egresos del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, correspondiente al Ejercicio Fiscal 2014, y el cual me voy a permitir exponer.
Señores comisionados, como es de su conocimiento, estamos en el proceso de entrega de lo que es nuestro Programa Operativo Anual y del Proyecto de Presupuesto del 2014, el cual debemos entregar a la Secretaría de Finanzas para que ésta lo pueda turnar a la Asamblea Legislativa el día viernes como plazo y también, como ustedes saben y es del conocimiento, hemos sido citamos este Instituto para exponer nuestro Programa Operativo Anual, nuestro Proyecto de Presupuesto ante las Comisiones Unidas de Hacienda y Presupuesto de la Asamblea Legislativa, este próximo viernes a las 11:30 en el Recinto Legislativo.
Entonces, voy a exponer las características principales que tienen éstos, tanto este POA como este Proyecto de Presupuesto, el cual ya hemos platicado y trabajado en reuniones previas de trabajo.
De acuerdo al Artículo 63 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal (InfoDF), es un órgano autónomo del Distrito Federal, con personalidad jurídica propia y patrimonio propio, con autonomía presupuestaria, de operación y decisión en materia de transparencia y acceso a la información pública, encargado de dirigir y vigilar el cumplimiento de la presente ley y las normas que de ella derivan, así como de velar porque los principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y objetividad imperen en todas sus decisiones.

En el marco de sus atribuciones el Instituto se rige por los principios de austeridad, racionalidad y transparencia en el ejercicio de su presupuesto. 

Asimismo, y esto es muy importante también recordarlo, que nuestro Instituto también, digamos, asimismo, la Ley de Protección de Datos Personales del Distrito Federal en su Artículo 23 establece que el InfoDF es el órgano encargado de dirigir y vigilar el cumplimiento de esta misma ley y es la autoridad encargada de garantizar la protección y el correcto tratamiento de los datos personales.

De tal forma que en su Artículo 24 se establecen 18 atribuciones que tiene este Instituto en esta materia, asunto que es muy importante recordar, porque muchas veces sólo se nos considera o se nos ve dentro del Programa Operativo y del Proyecto de Presupuesto como el órgano garante del acceso a la información -que lo somos-, pero también de la Ley de Protección de Datos Personales con todas las complicaciones e implicaciones que ésta tiene.

Nuestro POA y Proyecto de Presupuesto está integrado por ocho programas institucionales, uno es la evaluación del derecho al acceso a la información y el derecho a la protección de los datos personales, la evaluación en el cumplimiento de sus derechos, los mecanismos para garantizar el derecho al acceso a la información y el derecho a la protección de datos personales, donde resalta, pues obviamente el papel de órgano jurisdiccional para resolver los recursos de revisión, denuncias en estas materias, también en la formación y capacitación y fomento a la investigación sobre transparencia, acceso a la información y protección de datos personales, también como difusores de la cultura de la transparencia de acceso a la información y la protección de datos personales.
También hacemos vinculación con la sociedad para la promoción de estos derechos, tanto el de acceso como el de protección, en amplios sentidos de la sociedad, también, digamos, debemos fortalecer al Instituto tanto, digamos, de manera operativa y normativa, la modernización, o sea, las mejores formas para modernizar el acceso a la información y la protección de datos personales, con el auxilio de las tecnologías de la información y obviamente la administración de los servicios institucionales comunes al propio Instituto.

Éstos son nuestros ocho programas que tenemos en nuestro POA 2014.

El POA y el Proyecto de Presupuesto consideran dos líneas de acción estrategias para el 2014, además, obviamente, todas las que acabo de mencionar.

Una es continuar extendiendo el conocimiento del derecho de acceso a la información y la protección de datos personales para que ambos derechos sean ejercidos por amplios sectores de la población, como sabemos, hay un problema en la mayoría de las partes del país, también a nivel federal, que sólo son de sectores muy específicos los que ejercen estos derechos y la idea y obviamente una línea de acción estratégica es poder extender, digamos, estos derechos a amplios sectores de la población.

También, con el objetivo de fortalecer la cultura de la protección de datos personales, nuestro Instituto promoverá una serie de acciones y eventos enmarcados, dentro de lo que hemos propuesto denominar “El año de los datos personales en el Distrito Federal”, estrategia que pretende convertirse también en un referente nacional en este tema.

Bueno ya, específicamente, sobre las acciones y los presupuestos a desarrollar en el 2014, divididos por cada una de nuestras unidades administrativas, por lo que refiere a la Dirección de Capacitación y Cultura, pues tendríamos obviamente, continuando con los cursos de capacitación a todos los funcionarios públicos del Distrito Federal, sobre los temas de la transparencia, datos personales y el Sistema Operativo INFOMEX.

Seguiríamos impartiendo los dos diplomados presenciales, que tenemos uno con la UAM y otro con la UNAM, que ya, digamos, de años atrás hemos venido dándolos, el diplomado a distancia que también tenemos con la UAM, haríamos cuatro reuniones, una trimestral de la RETAIP en su vertiente de capacitación, dos talleres de formación de instructores y otros cursos y diplomados, como pueden ser diplomados en partidos políticos, otros que digamos se pudiesen realizar.

También, generaríamos otra vez el Concurso de Ensayos Universitarios “Construyendo Transparencia” y la impartición de los títulos ganadores, así como también el evento de premiación del 6° Concurso de Ensayos, convocaríamos al 7° y haríamos la premiación del 6°.

También, haríamos un evento para la presentación de los Ensayos Científicos 2013, que están finalizando este año y haríamos también, pues obviamente la elaboración de tres ensayos científicos por la transparencia, dentro de nuestro Programa Editorial 2014, con la impresión de los ensayos y el pago a los autores y se adquiriría material de los títulos científicos para el Centro de Documentación.
Este presupuesto, estas acciones en materia de capacitación, obviamente muchas de ellas desarrolladas con el personal a través del Capítulo 1000, implicarían como gasto operativo 1 millón 262 mil 354 pesos.

Por lo que se llevó a la Dirección de Comunicación Social, tendríamos nuestro Programa Anual de Difusión, mediante la difusión de mensajes en diversos espacios y medios de comunicación, dirigidos a públicos específicos, a través de la contratación de espacios en diversos medios de difusión, tales como prensa, radio, internet, redes sociales, espectaculares, autobuses integrales, entre otros. 
Queremos aquí tener un aumento, digamos, un poco mayor a lo que tuvimos este año que finaliza, con el objeto de poder tener una campaña de difusión de forma importante, aunque, pues obviamente los recursos para esas cosas siempre serán limitados, pero bueno, estamos programando 1 millón 800 mil pesos para este programa.
Por lo que se refiere al Programa Anual de Información, que es la divulgación de los mensajes que den cuenta del quehacer institucional y de la información relevante para la ciudadanía derivada de los temas vinculados al acceso y a la protección, así como la transparencia de la rendición de cuentas, también se destinaría un, se estaría destinando 1 millón de pesos.

Y nuestro Programa Editorial, que contempla la coordinación, diseño y formación editorial, edición de impresiones, publicación institucionales, como puede ser nuestro informe anual, nuestros memorias del Seminario Internacional y obviamente la reimpresión de nuestras leyes, estaría implicando 429 mil pesos el Presupuesto Operativo, descontando Capítulo 1000 para el Área de Comunicación Social que se propone para el 2014 son de 3 millones 258 mil 968 pesos.
Por lo que se refiere a la Dirección de Evaluación y Estudios, bueno, se harían las cuatro evaluaciones de los portales de los entes obligados, se harían dos reuniones de trabajo de la RETAIP, una cada semestre en su vertiente de evaluación.

Se harían dos encuestas para evaluar la satisfacción de las solicitudes de información publicada con el funcionamiento de las OIP, o sea, cómo quedan satisfechos esto en los buzones que tenemos los solicitantes de información, ya sea vía los buzones en las oficinas o vía INFOMEX.
También se haría el reconocimiento a las mejores prácticas de transparencia y el reconocimiento a innovaciones de transparencia, se convocaría y obviamente se harían las premiaciones de estos dos, correspondientes al 2013, a principios de 2014 y se haría toda la convocatoria y el procedimiento para hacer los propios en el 2014.
Se harían las visitas de inspección, a fin de evaluar el cumplimiento del marco normativo que rige la actuación de los OIP, o sea, una evaluación del funcionamiento de las OIP y obviamente, formular las recomendaciones respectivas.
Se harían cuatro informes sobre el ejercicio del derecho a la información, o sea, esto de manera trimestral, número de solicitudes, días de respuesta, difusiones involucrados, temas principales, entre otras cosas.

Dos, se harían dos informes para aplicar el correcto funcionamiento de los comités de transparencias, a través de los informes que nos rinden los comités, se haría una evaluación del funcionamiento de los mismos y las recomendaciones respectivas y se generarían estudios estadísticos sobre el ejercicio de los derechos acceso a la información y protección de datos personales, ya sea en términos generales, específicos o por ente obligado. Y todo esto, digamos, da un presupuesto operativo, quitando Capítulo 1000, tanto personal de estructura como de honorarios quitando eso, un presupuesto de 239 mil 936 pesos.

Por lo que se refiere a la Dirección de Tecnologías de la Información, bueno, pues está toda la parte de mantenimiento que hay que darle, pues a toda nuestra estructura tecnológica, tanto al Tel-Info como la planta de emergencia a los equipos de cómputo y a los servidores del Sistema INFOMEX.
Se adquirirían, digamos, la renovación de siete licencias de software y sistemas de seguridad informática, que como saben, pues tienen plazos de vencimiento y hay que renovarlas y adquiriríamos, digamos, esto a propuesta de un trabajo que nos hizo el Instituto Politécnico Nacional para reforzar nuestro sistema de seguridad, se adquiriría un insumo, perdón, un software para estos sistemas de seguridad y un rack en ese sentido, que tiene un costo, digamos, de 1 millón 700 mil pesos, ¿no? Como dicen, la seguridad cuesta.

Las mejoras al Sistema INFOMEX, se incorporaría un buscador adicional, se mantendría la plataforma electrónica de envíos de mensajes MS, como saben, esos mensajes los paga el Instituto cuando avisa a los solicitantes, vía su celular, que ya, o sea, los avisos del sistema, o sea, que ya está la respuesta o que tiene una prevención, etcétera, etcétera.

Se harían también cinco mantenimientos del iniciamiento a la plataforma operativa a la Ventana Única y se adquirirían algunos componentes o dispositivos, pues para los equipos de cómputo, impresoras, escáner, etcétera, etcétera, todo esto tendría un presupuesto para la Dirección de Tecnologías de 3 millones 410 mil 600 pesos.

Por lo que se refiere a la Dirección de Administración y Finanzas, se seguiría supervisando que la normatividad en materia administrativa sea congruente con el procedimiento, especialización y operación institucional, así como ser incluyente en la perspectiva de género, estamos revisando y el próximo año estaremos proponiendo, digamos, al Pleno con la aprobación de los comisionados, pues la revisión de toda nuestra unidad en materia administrativa.
También se revisarían los instrumentos de normatividad interna para prevenir cualquier vicio de inequidades, igualdad, discriminación, está la idea de revisar toda la política laboral, etcétera, etcétera, entre otras cosas. Dar cumplimiento a todas las disposiciones de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, todo esto es Capítulo 1000.

Y también, bueno, se proporcionará a todas las áreas del Instituto los insumos, soporte de infraestructura necesarios para el desarrollo de sus actividades, o sea, esto es papelería, tóner, artículos de oficina, etcétera, etcétera, ¿no?
También se efectuarían trabajos de remodelación y adecuación de instalaciones, como ustedes saben, nuestro espacio es insuficiente y estamos viendo la posibilidad de remodelar parte de estas instalaciones y adecuarlas a finales de este año, pero otra parte a principios del próximo año y tendríamos que renovar mobiliario obsoleto de las oficinas, hay recomendaciones ya de nuestro propio Comité de Protección Civil y de otras, digamos, obviamente personas de que obviamente, es importante renovar parte ya del mobiliario que, pues ya se ha vuelto obsoleto. Todo esto, digamos, de la Dirección de Administración, que son todos los gastos centralizados que tiene el Instituto, desde mantenimiento de vehículos, todo este tipo de cuestiones cuestan 8 millones 675 mil 976 pesos.
Por lo que se refiere a la Dirección de Vinculación con la Sociedad, ahora tendríamos el Programa Corresponde, pero con dos convocatorias al año resaltando, digamos, los derechos de acceso a la información de datos personales, se está pensando en apoyar a 17 proyectos, ¿no? Hacer dos convocatorias con este sentido. 

Luego para, pues obviamente seguir vinculando a sectores vulnerables en el uso de estos derechos y compartir, invertir también con la convocatoria de Coinversión Social de la Secretaría de Desarrollo Social, o sea, el peso a peso para aumentar el beneficio de tres a seis proyectos con Coinversión Social.
Y también repetir la experiencia de incluir en el Programa Correspondes el eje que hemos denominado a otros actores, que se haría en una de las convocatorias.
También se harían 100 jornadas del Centro de Atención Personalizada para llevarlo a unidades habitacionales, entes escolares, primaria, secundaria y sus bachilleratos, así como a los beneficiarios del Programa Prepa Sí, ayer lo decíamos en la firma del convenio, como posibles multiplicadores de este derecho, dos diplomados con validez oficial, pero éstos dedicados a las coinversiones de la sociedad civil, 55 acciones distribuidas entre talleres, conferencias, cursos, proyectando un alcance de trabajo para 1500 personas.

Mantener la etapa de difusión y formación, además de apuntar los procesos formativos con diplomados, cursos y talles, realizaríamos para el 2014 20 ferias, 16 en las delegaciones, una por delegación y se estarían planteando otras cuatro ferias en lugares, digamos, donde están directamente, pues digamos, núcleos de población importantes.

Y se harían dos mesas de diálogo por la transparencia del Distrito Federal, el presupuesto del área es 1 millón 731 mil, destacando, pues obviamente, lo que corresponde al programa, perdón la redundancia, Correspondes, que es el apoyo a los funcionarios de la sociedad civil para extender este derecho, que tiene 1 millón 508 mil pesos.

La Dirección de Datos Personales, haríamos un seminario sobre auditorías a medidas de seguridad, donde aquí Carlos Chalico que nos estuvo, nos ha propuesto él ser uno de los posibles, digamos, ponentes o de los posibles capacitadores, creo que es algo muy importante porque no, este concepto que está a la ley hay que bajarlo más claro a los sujetos obligados.

Se haría el evento de protección de datos personales en redes sociales, el que hicimos este año lo repetiríamos el próximo año, obviamente con temáticas más profundas y distintas.
Se haría la guía para elaborar los documentos de seguridad.
Se haría el evento de difusión y extensión de datos personales para la ciudadanía.

Se haría una revista de Infodefensores, pero abocada al derecho de protección de datos personales para niños.

Se haría, obviamente, el evento conmemorativo del Día Internacional de Protección de Datos Personales.

Haríamos, obviamente, los reconocimientos a las mejores prácticas, tanto a la entrega de los premios para los que se fueron en el 2013, como la convocatoria y el proceso, tanto de mejores prácticas como de innovaciones, pero en materia de datos personales.

Se harían las visitas de inspección para evaluar el cumplimiento de la ley.

Y se haría la evaluación de las obligaciones en materia de protección de datos personales, vigilar el cumplimiento de la ley por parte de los entes obligados, dos reuniones de trabajo de RETAIP, pero en su vertiente de datos personales.

Se harían informes trimestrales sobre la evolución del ejercicio del derecho Arco.

Y se coadyuvaría con la impartición de los cursos, talleres y diplomados en materia de datos personales.

El presupuesto para el área de datos personales es de 500 mil pesos y principalmente tiene que ver con la elaboración de eventos, seminarios, congresos y aparte de guías y algunas publicaciones, con el objeto de fortalecer, pues lo que estamos proponiendo como que el 2014 sea el año de los datos personales en el Distrito Federal.

La Secretaría Ejecutiva tendría la coordinación de la Feria de la Transparencia, que habría que ver la experiencia que tuvimos y repetirla en Reforma o en el Zócalo o ver alguna cuestión ahí, nuestro Seminario Internacional.
Tendríamos también la conexión de los trabajos institucionales en las áreas bajo supervisión de los comisionaos ciudadanos para el cumplimiento de las metas en el programa o seguimiento del Programa Operativo Anual; la elaboración del informe anual de nuestro Instituto; la coordinación de la publicación de la información de oficio en el portal de nuestro Instituto; coordinar con el Área de Comunicación Social los diversos eventos institucionales que realiza el InfoDF y coordinar con la atención de las solicitudes de información pública para nuestro Instituto, que están calculando, proyectando en 2 mil 100 solicitudes.

Ya sea a través de que se recibieron vía a la Oficina de Información o a través del Tel-Info o el propio INFOMEX esto, digamos, el costo que tiene la Secretaría Ejecutiva, de su presupuesto es 1 millón de pesos que está exclusivamente destinado una parte, la mitad de ella a la realización de la feria y la otra mitad a la relación del Seminario Internacional.
La Secretaría Técnica prepararía 46 sesiones de Pleno, éstas son las ordinarias, además de las extraordinarias que se puedan sumar y dar seguimiento a los acuerdos de las mismas, engrosar todos los asuntos aprobados por el Pleno, preparar las 30 sesiones del Comité de Transparencia del Instituto y dar seguimiento a los acuerdos del mismo Comité.

Notificar alrededor de 3 mil 900 resoluciones y acuerdos, ésta es proyección, tomados por el Pleno del Instituto en el 2014 y gestionar toda la correspondencia que ingresa al Instituto, vía la Oficialía de Partes. Todo esto es Capítulo 1000.

La Dirección Jurídica y Desarrollo Normativo, obviamente se debe proyectar y resolver los recursos de revisión que se están calculando, proyectando en 2623 recursos para el 2014 y también los que son, obviamente recursos de revocación o denuncias en términos previstos, tanto en la Ley de Transparencia como de Datos Personales.

Revisar la normatividad referente al derecho de acceso a la información pública, el derecho a la protección de datos personales; representar al Instituto ante las unidades administrativas o jurisdiccionales y validar y registrar la firma de convenios celebrados por el Instituto. Todo esto, digamos, es Capítulo 1000 en la Dirección Jurídica.
La Contraloría tendría la fiscalización del manejo eficiente y racional de los recursos institucionales y conocer los esquemas que garanticen el cumplimiento del régimen de responsabilidad de los servidores públicos, promoviendo la mejora en la gestión pública, así como realizar algunas auditorías específicas. Todo esto se hace con Capítulo 1000, también.

El Proyecto de Presupuesto es el siguiente, dividido por unidad administrativa, 1 millón 368 en Capacitación; 3 millones Comunicación; 2 millones 971 Dirección de Evaluación y Estudios; Dirección y Tecnologías e Información 3 millones 410; Dirección de Administración y Finanzas 8 millones 375; Dirección de Vinculación con la Sociedad 2 millones 251; Datos Personales 1 millón 018; Secretaría Ejecutiva 1 millón; Capítulo 1000 108.
Quiero decirles que hay algunas diferencias porque en algunas, como en la Dirección de Evaluación está considerado ya el pago de su personal de honorarios. El presupuesto total que estaría solicitando el Instituto 132 millones 965 420, digamos, es el presupuesto total.

Esto, digamos, es una lámina y creo que es importante, que nos da un poco cuál es el presupuesto 2013, éste es el presupuesto original sin la ampliación que teníamos para el 2013, estamos hablando de que se programó 1 millón 278, se estaría solicitando 1 millón 360. La diferencia, digamos, es de 90 mil pesos, en Comunicación Social la diferencia es 1 millón 371, ese millón 371 se explica, principalmente por aumentar, digamos, el presupuesto dirigido a la campaña de difusión, tanto en materia de acceso como también de datos personales, sobre todo con el año de datos personales del Distrito Federal.
Dirección de Evaluación y Estudios 749 mil más porque, digamos, se pagan ya, hay muchos honorarios que se encontraron a principios, a mitad de año se les paga ya, digamos, todo el año.

Tecnologías de la Información, principalmente es el software relacionado con la protección para intrusos, que como sea 1 millón 700 mil del racker.

Y la Dirección de Administración y Finanzas 1 millón 799, que tiene que ver con remodelaciones al Instituto y compra de inmobiliario, seguramente el efecto inflacionario que se tiene en los diversos suministros.

Vinculación con la Sociedad son 832, que principalmente tiene con duplicar el Programa Correspondes.

Dirección de Datos Personales 813 mil, que tiene que ver con toda esta campaña para el año de datos personales.
Secretaría Ejecutiva se quedaría igual y el total de áreas sería, digamos, habíamos presupuestado 16 millones el año pasado, 832, estamos presupuestando para el 2014 24 millones, la diferencia son 7 millones, en ese sentido.

De Capítulo 1000 teníamos programado 98 millones el año entrante, dada la nueva estructura que se aprobó por el Pleno sería de 108 millones, con una diferencia de 9 millones.

El total del presupuesto entre el que tuvimos originalmente, que no es el que vamos a terminar, ahorita lo vamos a ver, fue de 115 561 917, fue lo que nos aprobó la Asamblea, digamos, en el presupuesto y el que estamos proponiendo para el año entrante 132 965.

Quiero decirles que hay una diferencia de 17 millones 403, bueno, pero como todos sabemos, el Instituto recibió o está recibiendo durante este año una ampliación por la Secretaría de Finanzas de 10 millones. Lo cual hace que la diferencia entre el presupuesto del 2013, el que vamos a ejercer y el que estamos presupuestando sea de 7 millones. Acá lo vemos más claro.

El presupuesto original que nos asignó la Asamblea fueron 115 millones, el presupuesto que estamos requiriendo para el 2014 son 130 965. Esto sería una variación absoluta, en términos del presupuesto original de 17 millones 403, que haría una variación de 15.1
Creo que realmente, con lo que se tiene que comparar, y esto es lo que hay que trabajar y convencer a la Asamblea o concientizarla, es que principalmente, bueno, el presupuesto que va a ejercer el Instituto, digamos, en el año 2013 que es el original más la ampliación, son 125 millones 561 917 y lo que estamos requiriendo para el 2014 son 132 millones 965, la variación son 7 millones 403, que es una variación porcentual del 5.9 por ciento, que creo que tampoco, digamos, es muy alto.
Estamos sacando lo que será el presupuesto del Instituto, que como saben, ha significado el 0.07 del presupuesto total del Distrito Federal, no tenemos el presupuesto total que va a tener el DF, pero sí sabemos que el DF va a tener alrededor de 4 mil millones más por el fondo de capitabilidad, va a tener el FAIS y algunos otros apoyos, el de la deuda, que van a incrementar el presupuesto del Distrito Federal, por lo cual, lo más seguro, estos 132 millones 965 sean una proporción menor a lo que ha sido la proporción del Instituto en el presupuesto del Distrito Federal.
Estos 7 millones, digamos, que es lo que hay que trabajar con la Asamblea, pues tienen que ver: uno, con la campaña de difusión con, digamos, que va, como le digo, también con la vertiente del año de protección de datos personales del Distrito Federal, tiene que ver, con, digamos, una mayor vinculación con las organizaciones de la sociedad civil para poder extender el derecho, digamos, a grupos vulnerables, que ha sido una de las cuestiones que preocupan y que ha enfocado este Instituto y que es, digamos, una particularidad, creo que importante incorporar nuevos sectores a la defensa de estos derechos.

También, bueno, pues algunas adecuaciones tecnológicas, como el asunto esto del software para evitar cualquier tipo de hackeo o como se quiera llamar, que como ustedes saben, pues el Instituto fue víctima este año de uno de este tipo de cuestiones.

Alguna modernización, bueno reparación de mobiliario o cambio de inmobiliario y alguna adecuación mínima de las instalaciones, pues digamos, para poder trabajar en las comisiones mínimas que se requieren para desarrollar las actividades de este Instituto.
Si no me equivoco creo que es todo, ah no, bueno aquí está ya el presupuesto, ya por capítulo, del Capítulo 1000 serían 107 306, ¿sí? Que es el 80.7 por ciento. 
Quiero decir que ésta es una proporción, si la comparamos con otras instituciones que no hacen obra pública o que tienen grandes gastos en obra pública o en programas sociales, el promedio que trae el Distrito Federal es como de 85 por ciento en su Capítulo 1000, todos traemos un 80.7
El Capítulo 2000 son 1.1, que es 1 millón 523

El 3000 servicios generales son el 15.1

El 4000 que son transferencias, es un 1.2, que es principalmente el Programa Correspondes.

Y el 5000 son 2 millones 503, que es principalmente la parte de equipamiento de cómputo y la parte de las instalaciones del Instituto y, digamos, de algunos bienes muebles, ¿no? Que representan 1.9
Finalmente se da el 100 por ciento y el presupuesto que estamos solicitando, lo vuelvo a repetir y con esto finalizo, son 132 millones 965 420 pesos.

Y ésta es la propuesta, señores comisionados, está a su consideración.
Comisionado Alejandro Torres.
C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Solamente destacar que la apuesta de este Instituto para el siguiente año es, precisamente, fortalecer aquellas acciones que van encaminadas a extender el conocimiento de los derechos que tenemos todas las personas a acceder a la información pública y a la protección de los datos personales, así como a exigir rendición de cuentas y que, por supuesto, haya un ejercicio de transparencia por parte de los entes obligados, efectivo y perfecto cumplimiento con la ley.
Hay una apuesta también de acercamiento con los ciudadanos para los temas que son muy sensibles, por ejemplo, pienso en la protección de los datos personales, el cual este Instituto está teniendo esa iniciativa de informarle a la gente sobre este derecho, también sobre los riesgos y también las posibilidades o beneficios que puede obtener, precisamente, en el ejercicio de sus derechos Arco y no importa que solamente, bueno, que por supuesto el Instituto se enfoca a la protección de los datos personales conforme a la ley específica, respecto de los entes o sujetos obligados o públicos.
Sino también hace una labor de, digamos, de comunicación, de concientización, de educación, inclusive, ciudadana para cuidar los datos personales, no solamente ante de las autoridades, sino ante todos.

También hay un ejercicio de acercamiento con los ciudadanos y además dentro de la Administración Pública para establecer un mayor contacto y relación, por ejemplo, las ferias de la transparencia que antes se hacían una vez al año en el Zócalo, esta vez, en este año se hizo ese esfuerzo, para el siguiente año apostamos todavía a ese ejercicio, que las dependencias salgan y le informen.

Hemos recibido buenos comentarios de los propios servidores públicos de las dependencias que quedan muy satisfechos de estas ferias, para el siguiente año hay que repensar estas ferias para potenciarlas todavía más con, quizá temas específicos para las ferias, ya no nada más ir a las delegaciones, sino hacerlas específicas en algún tema.
Y aunque los recursos son siempre limitados, de todos modos eso no nos desanima, porque le metimos también mucha creatividad, imaginación y sobre todo entusiasmo, compromiso, ya que es algo que estamos obligados hasta de más.

Entonces, yo creo que el próximo año puede ser muy positivo para el Instituto para crecer, sobre todo, en el conocimiento y el reconocimiento entre los ciudadanos.

Yo creo que ésa es una gran apuesta que hace este Instituto y debemos valorarla y sobre ello estamos trabajando, no solamente al interior del Instituto, sino también buscando a los aliados estratégicos en la Academia, con otros órganos garantes, con instituciones, por supuesto, de otra índole sociales, las organizaciones civiles son grandes aliados; entonces los medios de comunicación también.

Entonces, yo creo que el próximo año apunta a que pueda ser muy bueno y esperemos que eso se vea reflejado también en las estadísticas, necesariamente, ¿no? Un mayor número de solicitudes de información, pero también un mayor número de recursos de revisión, cuando la gente no esté conforme que ejerza su derecho hasta las últimas consecuencias, todo lo que la ley le permite.
Creo que la apuesta de la ciudad también es correcta, si va por este camino de apoyar, precisamente, el acceso a la información pública y la protección de los datos personales, y la rendición de cuentas en la ciudad.
Es todo.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pues, yo más, obviamente éste es un resumen, tenemos un documento, digamos, que también nos estarían haciendo llegar en un momento a la Asamblea Legislativa y a la Secretaría de Finanzas, pues o sea, que son alrededor de 82 páginas, pues que obviamente tratar de dimensionar esto de alguna forma        –como bien lo ha dicho el Comisionado Alejandro Torres-.
Creo y habría que, si están de acuerdo, en la parte de rendición de cuentas la estamos enfatizando mucho todo esto como una parte de un proceso que este Instituto, pues ha hecho propuestas, hicimos un seminario sobre el tema, creo que hay que incluirlo como una cuestión que en la que el Instituto no lo hace solo pero que está en la voluntad, digamos, de poder generar este grupo de trabajo, etcétera, para poder terminar un sistema de rendición de cuentas, creo que se podría incluir.
Y también algo, que a la mejor no es, digamos, pero que sí da la relevancia a estos temas, es que lo más seguro es que en algunos momentos el Senado esté aprobando la Reforma Constitucional en el Pleno y que ésta pueda pasar también en la Cámara de Diputados y lo cual implicaría es que el próximo año, pues va a haber nuevas cosas en la materia, tanto a nivel federal, pero también a nivel de los estados, ¿no? 
La autonomía, digamos, nosotros la tenemos por ley, no la tenemos de otra forma porque no tenemos Constitución, la tendremos ya ahora en la propia Constitución, en el 122, en el 122, pero también que implicará, digamos, y ahí yo creo que es la parte más importante que el Instituto pueda participar de forma activa en la elaboración de las leyes generales, tanto en la de acceso a la información, retomando la experiencia que ha tenido el Distrito Federal, tanto desde su propia ley también, digamos, de la experiencia de lo que hemos visto en la ley que pudiese enriquecerse en una ley general, y también obviamente en la materia de datos personales.

Hay que tener claro que el Distrito Federal, pues ha sido pionero en estas leyes, sólo hay nueve leyes, pero cuatro, cinco de ellas, pues son, hay que decirlo, reconocido por ellos mismos, una copia de la propia Ley de Datos Personales del Distrito Federal.

Creo que ahí el Instituto podrá tener también, digamos, un área de oportunidad importante y que, pues bueno, pues esto también creo que es incursionar, porque no es solamente, digamos, sino la dimensión que va a tener, digamos, este derecho, que ya lo tenía, tanto a nivel, digamos, de esta reforma y lo que implicará, digamos, de estados y creo que el Distrito Federal, pues no debe de perder, digamos, el ser la vanguardia.

También el año entrante y no sé si está mencionado, creo que sí, si no hay que poner algún párrafo, tendremos la evaluación de la métrica, que está en proceso pero la parte fuerte de la evaluación se hará el año entrante y tendremos los resultados de la misma también en ese sentido, para en su momento, pues si hay algunas recomendaciones poderlas, ah, no, a las recomendaciones que habrá, poderlas, digamos, gestionar, ¿no?
Yo le pondría estas tres o cuatros cuestiones adicionales para, digamos, tener un documento, pues lo más redondo y lo más importante es que ojalá el viernes podamos transmitirle a los compañeros diputados de las Asamblea Legislativa, pues la importancia de estos dos derechos, que en los cuales este Instituto es órgano, el lugar donde estamos pero hacia dónde, digamos, queremos ir y por qué, digamos, están esta necesidad de recursos y que los mismos, digamos, están planteados sobre en áreas muy específicas y que están contemplados, digamos, dentro también de un programa de racionalidad y de austeridad que tiene este Instituto, que les estamos anexando los propios diputados en la documentación que nos han solicitado con el objeto, pues obviamente de garantizar y sobre todo también la transparencia en el uso de los mismos, ¿no?
Si no hay más, sometería a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo en aprobar el Programa Operativo Anual y el Proyecto de Presupuesto de Egresos del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, correspondiente al Ejercicio Fiscal 2014, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación, discusión y, en su caso, aprobación de los proyectos de resolución de recursos de revisión, interpuestos ante nuestro Instituto, tanto en materia de solicitudes de acceso a la Instituto pública, como de datos personales, ¿no? Y de datos personales.

Y de conformidad con el criterio establecido por este Pleno, procederíamos con los recursos en materia de datos personales.

Y le pediría y le doy la bienvenida a la licenciada Diana Hernández, Directora Jurídica de Desarrollo Normativo de este Instituto, que pudiéramos iniciar con el Recurso de Datos Personales 0066.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO, DIRECTORA JURÍDICA.- El ente público es la Policía Bancaria e Industrial, expediente RR.SDP.0066 de 2013.
Se solicitó tabuladores de sueldo, desglose de ocho prestaciones que el particular percibió con el grado de policía del año 2007 a 2011.

El ente obligado respondió que de los numerales 1 y 2, incisos a), d), f) y h), el ente público proporcionó al particular la información.

Mientras que en el caso del numeral 2, incisos g) y e), respecto de los vales del Día del Niño, útiles y uniformes y Día de las Madres, manifestó que el recurrente no gozó de dichas prestaciones, ya que además de estar suspendido de sus derechos en el año 2007, en los dos primeros casos, en el tercero no cumplía con los requisitos para su acceso.
Finalmente, en el caso del numeral 2, incisos b), c), e) e i) no emitió pronunciamiento alguno.

El solicitante se inconformó porque el ente público omitió realizar el desglose de las prestaciones marcadas con el numeral 2, incisos a), e) f) y g), consistentes en los vales, periodos vacacionales, prima vacacional y gratificación al servicio que percibió del año 2007 a 2011.

En ese sentido, la atención a los requerimientos 1 y 2, incisos b), c), d), h) e i) quedaron fuera de la litis, dado que el recurrente no expresó inconformidad alguna al respecto.

Del análisis a la respuesta impugnada se determinó que el ente público satisfizo los requerimientos marcados con el numeral 2, inciso a), inciso e), por lo que hizo al año 2007, inciso f) y g) respecto de los vales por concepto del Día de la Madre, Día del Niño, útiles y uniformes, correspondientes al año 2007, pero no así aquellos identificados con el mismo numeral, incisos e), en lo que respecta a los años 2008 a 2011, inciso g) respecto de los vales por concepto del Día del Niño, útiles o uniformes de los años 2008 a 2011, así como respecto de los vales por concepto de pavo por todo el periodo del interés del recurrente. Por lo que en ese sentido resultó parcialmente fundado el agravio del recurrente.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta impugnada y ordenar al ente público que emita una nueva en los términos precisados en el considerando cuarto de la resolución.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados. Si no hay ninguna observación.
Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 0066, Policía Bancaria e Industrial de Datos Personales el sentido sea modificar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SDP.0066.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso, el 0071 de Datos Personales.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente público es la Delegación Cuauhtémoc, expediente RR.SDP.0071 de 2013.

Se solicitó copia certificada del oficio DRH/1990/2011 del 12 de mayo de 2011, emitido por el Director de Recursos Humanos del ente público.

El ente obligado respondió que se entrega copia certificada del oficio del 18 de mayo de 2011.

El solicitante se inconformó porque se entregó un documento diverso al solicitado.

En ese sentido, teniendo a la vista la respuesta impugnada se advirtió que el ente público entregó un diverso oficio al solicitado; en consecuencia, se concluyó que el acto combatido es contrario al principio de congruencia, previsto en el Artículo 6°, fracción X de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, de aplicación supletoria a la Ley de la materia.

Ahora bien, del análisis a las pruebas ofrecidas por ambas partes, se advirtió que si bien la Contraloría Interna de la Delegación Cuauhtémoc al certificar un oficio con número ilegible, prueba exhibida por el recurrente, afirmó que se trataba del oficio DRH/1990 del 12 de mayo de 2011, lo cierto es que de la fecha al contenido del sello de recepción el destinatario y el remitente son coincidentes en todos sus términos, con un diverso localizado en el archivo de control de correspondencia emitido por la Dirección de Recursos Humanos y cuya denominación es DRH/1900 de 2011. 
En ese sentido, dado que la Delegación Cuauhtémoc fue la autoridad emisora del multicitado oficio y por ende, quien conoce el número correcto de éste, se concluyó que la denominación correcta del oficio exhibido por el recurrente y con el cual pretendió acreditar la generación del documento solicitado, es en realidad la correspondiente a la nomenclatura DRH/1900 de 2011. En consecuencia, el oficio requerido no existe.

El sentido del proyecto que se propone es revocar la respuesta impugnada y ordenar al ente público que previa gestión que realice en su Dirección de Recursos Humanos, levante acta circunstanciada en términos del Artículo 32, último párrafo de la ley de la materia, cumpliendo con los extremos del precepto legal invocado, debiendo señalar en qué sistemas de datos personales realizó la búsqueda y exponiendo debidamente las razones, motivos o razonamientos lógico jurídicos, por los cuales el ente público no tiene el documento del interés del particular, haciendo las aclaraciones que en su caso estime pertinentes.
C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados. Si no hay ninguna observación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 0071, Delegación Cuauhtémoc, en materia de datos personales el sentido sea revocar, favor de manifestarlo.
C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, señores comisionados, ahora procederíamos a la discusión y análisis de los recursos de revisión en materia de acceso a la información que han sido reservados por alguno o por varios comisionados.
Y le pediría a la Directora Jurídica pudiéramos empezar con el Recurso 1449.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1449 de 2013.
Se solicitaron documentos que soportan la adquisición de patrullas en el primer año de gobierno del actual Jefe de Gobierno, incluyendo facturas, contratos y estudios de mercado, inclusive de las compras que estén en proceso, a qué hace alusión el spot televisivo, así como la factura pagada a Televisa con motivo del comercial señalado y otros relacionados con el Primer Informe de Gobierno.
El ente obligado respondió que analizó la solicitud de información y canalizó la misma a la Jefatura de Gobierno.
El solicitante se inconformó porque la Secretaría de Seguridad Pública es competente porque compró patrullas y la Oficialía Mayor sólo anunció la compra.
En ese sentido, de la revisión efectuada al Primer Informe de Gobierno del Distrito Federal se observa un incremento en el número de patrullas con las que cuenta el mismo, tal como lo sostiene el particular.

En ese sentido, del análisis al Estatuto de Gobierno, la Ley Orgánica de la Administración Pública, el Reglamento Interior de la Administración Pública del Distrito Federal y los manuales administrativos de la Secretaría de Seguridad Pública, la Jefatura de Gobierno y la Oficialía Mayor, se desprende, que tanto la Secretaría de Seguridad Pública como la Jefatura de Gobierno y la Oficialía Mayor son competentes para atender la solicitud, en tanto que la Secretaría de Seguridad Pública proporcionó vehículos de patrullaje para la seguridad del Distrito Federal, lo que se vio reflejado en el Informe de Gobierno, además de que la Jefatura es quien presenta el Informe Anual y debe de coordinarse con las dependencias para determinar la estructura y contenido de los informes.

Por otra parte, la Coordinación General de Comunicación Social de la Oficialía Mayor es quien supervisa y coordina la información que se difundirá por los medios de comunicación, sobre todas y cada una de las actividades y servicios de la Administración Pública.

En ese sentido, debió pronunciarse sobre los documentos que soporten el incremento, es decir, la adquisición de patrullas en el primer año de gobierno del Jefe de Gobierno actual, incluyendo facturas, contratos y estudios de mercado, inclusive de las compras que estén en proceso.
A qué hace alusión el spot televisivo y orientar el resto a la OIP de la Jefatura de Gobierno y Oficialía Mayor, pero no lo hizo así, simplemente canalizó erróneamente a la solicitud de la Jefatura de Gobierno.
El sentido del proyecto que se propone es revocar la respuesta impugnada y ordenar que se pronuncie sobre la información que le compete y por el resto lo oriente a la Oficialía Mayor y a Jefatura de Gobierno.
C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel Hernández.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias, muy buenas tardes. 

De acuerdo con el sentido del proyecto, solamente si se tienen, bueno, a condiciones quisiera que se hagan los siguientes ajusten:
En los resultandos 1 y 3 del proyecto se frasean la solicitud de información, así como los agravios del particular respectivamente.

En el considerando cuarto se realiza, se analiza la solicitud y los agravios que se refiere en los resultandos. 
No obstante, debido a la forma en que la solicitud y los agravios están fraseados en el proyecto, no se entiende el motivo de inconformidad del recurrente, pero revisando la solicitud de información, así como el formato de recurso de revisión que presentó el particular, se advierte que la solicitud y los agravios se transcribieron de forma incompleta en el proyecto, llevando así a una contradicción entre su lectura y la construcción del mismo.

Por lo anterior se sugiere transcribir tal cual se encuentra en el expediente la solicitud de información y los agravios del particular, a efecto de que el proyecto sea congruente y tenga sentido. 
Asimismo, es necesario especificar y detallar el contenido de los documentos que el particular adjuntó a su solicitud de información, porque precisamente me decía ahorita el Comisionado Alejandro Torres y fue una cosa que venimos trabajando desde ayer, el tema de que el proyecto traía, precisamente, como el agravio inoperante de una lectura que se hace al expediente, se ve, precisamente, cómo está y me parece que si se transcribe puede, evidentemente, tener una construcción lógica coherente el asunto e iríamos en el sentido del proyecto.
C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Alejandro Torres.
C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias.

Estando de acuerdo con lo que acaba de comentar el Comisionado Mucio Israel Hernández Guerrero.

También quería comentar que, de la lectura del proyecto, me parecía que pudiéramos en un momento dado estar dando una orden de posible incumplimiento a la Secretaría de Seguridad Pública, pero bueno, yo creo que de la transcripción correcta que se haga, precisamente, ya queda esta situación superada.
¿Por qué me preocupa? Porque además, tan sólo de la lectura del proyecto por sí misma sin mentar a más detalle lo del expediente se advierte que, bueno, quizá la única materia de interés sea la parte de la difusión de un spot en la televisora o en determinado programa, lo cual, pues no es materia de la Secretaría de Seguridad Pública, sino como bien se dice, pues eso es más bien de Oficialía Mayor a través de su Área de Comunicación Social.
Sin embargo, con las precisiones hechas, creo que puede quedar solventado, porque sí es importante que la Secretaría de Seguridad Pública no va a poder responder todo, ¿eh? Respecto de lo de la parte de comunicación o lo de difusión, eso creo que no le compete, eso no podrá tener posibilidad de responderlo. Entonces, que no vaya a quedar ahí la confusión o la percepción de que Secretaría de Seguridad Pública debe de responder todo porque no es así.

Y finalmente quiero, nada más destacar, pues, que se hace mención a las normas generales en materia de Comunicación Social del Gobierno del Distrito Federal, que fueron publicadas en la Gaceta Oficial en marzo, si mal no recuerdo, del 2012, esto es importante por le da también, pues mucho sustento a la argumentación del por qué tendría que ser también la Oficialía Mayor la que se pronuncie respecto de la parte de comunicación, la difusión del mensaje o con motivo del Primer Informe del Jefe de Gobierno.
Esto es importante y solamente quería destacarlo, porque más adelante tendremos el análisis de otro recurso de revisión donde creo que también podría ser conveniente incorporar esa normatividad.

Gracias.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, de acuerdo con el sentido de la resolución, de acuerdo con lo que mencionaba el Comisionado Mucio Israel en la construcción, principalmente del rescate del agravio, tal como fue esta vez y para que haga congruencia con el recurso.

Y hablando de la congruencia, creo que se debe revocar, pero se debe quitar el que la Secretaría de Seguridad oriente, dice: “Habiendo incorporar para que presente su solicitud de información, en la Oficialía Mayor”, en lo cual no estoy totalmente de acuerdo, pero también dice: “Y de la Jefatura del Gobierno del Distrito Federal”. Creo que esa parte hay que eliminarla, porque en dado caso, si fuese el caso, habría que modificar porque ya lo había hecho, en ese sentido. 
El recurso está bien en revocar porque la Jefatura de Gobierno no está, estuvo en algún momento, ya no está, pero ya hace tiempo, el Área de Comunicación Social, parece lógico que sí hay un anuncio del Jefe de Gobierno por si a la propia Jefatura, bueno, por alguna decisión de tipo organizativa o no sé qué, la Dirección de Comunicación Social del Gobierno del Distrito Federal, depende ya de la Oficialía Mayor y es quien, digamos, hace este tipo de contratos y renovaciones, a la mejor a petición, etcétera, pero quien lleva toda la parte, digamos, de lo que se está solicitando es la Oficialía Mayor.
Entonces, simplemente, yo también quitaría esa orientación y la dejaría como se ha manifestado los comisionados anteriores ante la Oficialía Mayor, ¿no?

Pues si no hay más, señores comisionados.
Perdón, Comisionado David Mondragón, adelante, perdón, no lo vi, perdón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Muchas gracias, buenos días.

Sí, nada más destacar, efectivamente, como dice el Comisionado Presidente, que de acuerdo con el proyecto de la resolución a este caso, la consideración es en el sentido de que como existe competencia concurrente y la Secretaría de Seguridad Pública cuenta con la información requerida, pues ésta debe de pronunciarse y debemos de eliminar de la orden la orientación hacia la Jefatura de Gobierno.
Y tomo la palabra, aunque ya lo había comentado el Comisionado Presidente, pues tomo la palabra para insistir en un criterio que he defendido a lo largo de varias sesiones, que es que si hay entes que son concurrentes, al que le llega la solicitud tiene la obligación de dar la información y de ninguna manera podemos tener una consideración de modificar si únicamente canaliza, si da algo de la información no la da completa y canaliza, sí podremos modificar, pero si este ente no da nada de información y simplemente canaliza, creo que lo que debemos de hacer siempre en todos los casos es revocar, porque lo otro, como he insistido en otras cosas, pues es tirar la bolita para otro lado cuando se tiene la información.
Entonces, la primera obligación de un ente, que es lo que me gustaría dejar muy bien sentado es, si tiene la información la tiene que dar, cuando no la tenga entonces es cuando tiene que ver si canaliza, pero únicamente en el caso de que no la tenga en absoluto o no la tenga parcialmente.

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, voy a someter a votación, señores comisionados.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 1449, Secretaría de Seguridad Pública el sentido sea revocar pero, digamos, hay que transcribir a la solicitud y al agravio conforme al escrito inicial, señalar en qué consiste el documento que adjuntó el solicitante o a la solicitud y suprimir de la orden la orientación de la Jefatura de Gobierno, así como también incluir la normatividad, ah, sí, perdón.
Entonces, con estas tres correcciones, con estas tres modificaciones. 

Aquellos que estén de acuerdo que el sentido del 1449 sea revocar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1475 de 2013.

Se solicitaron cuatro requerimientos de información relacionados con las armas que tiene el ente obligado para cumplir con sus funciones.

El ente obligado respondió que clasificó la información como reservada, fundamentando tal determinación en el Artículo 37, fracciones I, II, VII, VIII y IX de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, indicando el acuerdo de la Vigésima Séptima Sesión Extraordinaria de su Comité de Transparencia que clasificaba todos los puntos de la solicitud de información, pero en el escrito, mediante el cual la unidad administrativa propone la clasificación de Comité, da cuenta que los puntos 2, 3 y 4 puedan ser informados, proporcionando una manifestación a estos puntos.
El solicitante se inconformó porque: 

1.- En el acuerdo donde se clasificó la información solicitada le manifestaron que debía tener el carácter de confidencial, por lo que no tiene claro a qué situación se refiere.

2.- No considera que toda la información sea de carácter restringido, ya que son sólo datos estadísticos como el número de armas registradas y el año en que se registró la más reciente y la más vieja, siendo que el interés de la ciudadanía es mayor al que se trata de proteger.

3.- Señaló que le indicaron que le adjuntaban el oficio número 16440 del 04 de julio de 2011 y no es verdad.

En ese sentido, el ente obligado hizo una incorrecta clasificación de la información, ya que sólo el punto 2 relativo al tipo de armas que puede realizar sus actividades, es susceptible de clasificarse, de conformidad con el Artículo 37, fracciones I y II, por lo que deberá hacer una nueva clasificación, siguiendo el procedimiento prescrito en los artículos 42 y 50 de la ley de la materia, fundamentando la misma en el Artículo primeramente referido, proporcionando la información cuestionada en los puntos 1 y 3 por ser información pública, no susceptible de ser clasificada como de acceso restringido, deviniendo los agravios primero y segundo infundados.

El agravio tercero resultó fundado, toda vez que se refiere a un oficio que no estaba dirigido a la recurrente, sino uno que la unidad administrativa que detenta la información puso a disposición del Comité de Transparencia en la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta impugnada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Este recurso, quisiera comentarlo, porque evidentemente entraña ciertas características que tienen que ver con el asunto de la seguridad en la Ciudad de México, se está pidiendo el número de armas, el estado de fuerza de armas que tiene la Secretaría de Seguridad Pública, el tipo de armas con que cuenta y las compras más antiguas y más recientes que se tienen.

La Secretaría de Seguridad Pública nos manda, digamos, como corresponde a la de una prueba de daño, que a mí me parece bastante bien hecha, en donde se plantea, básicamente que revelar este tipo de información puede generar un daño mayor al de conocerla, sobre todo porque dejaría, precisamente, en estado de indefensión y quitaría una serie de elementos a la propia Secretaría para poder cumplir con su función, en términos de seguridad, conocer el número de armamento.
Y ayer un poco platicaba con algunos comisionados, que además vincularlo, por ejemplo, con el estado de fuerza que tienen los tres turnos que funcionan en la ciudad hace, precisamente, que uno pueda identificar el número de armas que existen en la ciudad y cómo se puede superar este número de armas y por lo tanto, vulnerar la seguridad del Distrito Federal.

Me parece que estamos haciendo una modificación para que se haga de manera adecuada el asunto de la clasificación, el ente obligado en su informe de ley da, precisamente, la compra más antigua, que es de 2005 y la más reciente de 2013. Sabemos que el informe de ley no es la vía para dar una respuesta.
Por lo tanto, los requerimientos, creo que son el 3 y el 4 pueden ser dados y los otros estamos haciendo que la clasifique de manera adecuada para que, precisamente, pues sea una información que pueda, precisamente, no otorgar ninguna ventaja indebida y no pueda vulnerar la seguridad en el Distrito Federal.

Y básicamente, lo que sugiero es que se precise la orden señalada con el inciso a), ubicada en la página 44 del proyecto de resolución, proponiendo a este Pleno pueda ser en los siguientes términos:

Siguiendo el procedimiento prescrito en los artículos 42 y 50 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, así como el diverso 25 de su reglamento y fundamentado su determinación en el Artículo 37, fracciones I y II del Ordenamiento Legal, primeramente citado, clasifique la información correspondiente al número y tipo de arma con que cuenta para desempeñar sus funciones, brindando la motivación que en derecho corresponda.
En este sentido el inciso b) deberá ordenar a la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal, proporcione al recurrente la información relativa a los puntos 3 y 4 de la solicitud de información original.

Lo anterior se propone con la finalidad de, precisamente, no poner en riesgo la seguridad pública del Distrito Federal y otorgar al solicitante el número de armas pondría, evidentemente, como ya lo he expresado, en desventaja y en riesgo la seguridad del Distrito Federal.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pues es en el mismo sentido para no repetir que lo ha pensado el Comisionado Mucio.

Creo que por lo que se refiere al número 1, digamos, no es, digamos, lo que hay que hacer es la clasificación correcta, digamos, dado que esto, pues dar a conocer, no hay estado, ¿eh? Estado, digamos, ni nacional e internacional, creo que si preguntas a Estados Unidos un día te va a decir el armamento con el que cuenta.

A veces se dice: “Se compraron 500 (…)”, pues sí, pero súmale a lo que tengo, ¿no? O se compraron tales cuestiones.

A veces dan los datos generales en términos de inversión pero tú la inversión no la puedes relacionar inmediatamente con ese tipo de cuestiones, ¿no?
Por eso, la iniciativa a Mérida, o sea, pero se suma, se suma a este asunto, no, no, si también el DF, pues aquí tenemos el anuncio, ¿no? Cuántas patrullas se compraron, ¿no? Del recurso pasado, sí.

Entonces, yo creo que, digamos, es información reservada, dado que, pues obviamente pondría en ventaja o podría poner en desventaja, digamos, a la seguridad en el Distrito Federal, en ese sentido. Entonces, yo creo que lo que hay que hacer, es la clasificación correcta, como ya se mencionó.

Y obviamente por lo que sería el punto 3 y 4, pues obviamente entregar la información, que como también ya se dio en el informe de ley, porque pudiéramos, eso no genera ninguna ventaja que la más vieja es de tal y la más nueva es de tal, digamos, año, ese tipo de cuestiones tienen que ver, digamos, qué tal actualizado está o no, digamos, el argumento, pero no conoces, no conoces lo…

Ah, sí, sí, sí, aparte para, nos dan el formato y todo así, comprar un arma, digamos, no es cosa, o no debe ser cosa sencilla en ese sentido, ¿no? Entonces, nada más, no, no repito.

Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Gracias. Estoy de acuerdo con el proyecto de resolución que presentó el Jurídico.

En mi opinión creo que el único punto que puede afectar a la seguridad o a las funciones que desempeña la Secretaría de Seguridad Pública es el dos, que es el tipo de armas; creo que el tipo de armas, pues sí le daría a la delincuencia, pues la idea de contra qué van a pelear y cómo deben de estar preparados para superar ese armamento.

Y en el caso de los otros puntos, creo que ninguno de ellos atenta, el tener el número de armas, un número de mil, 2 mil, 3 mil, no sé, las que sean, de ninguna manera puede atentar contra las funciones que desempeña la Secretaría de Seguridad Pública, es un dato estadístico, es un número nada más, no dice absolutamente nada, la verdad y no veo de qué manera, de verdad, especulando mucho, no veo de qué manera ese dato le podría servir a la delincuencia organizada para decir: “ah, pues tienen nada más 5 mil armas, pues tengamos 10 mil” y eso con qué, con qué comando, en qué momento, para qué efectos, de verdad, creo que es descabellado pensar en ese sentido y cómo en ese aspecto no hay probabilidad real de que eso suceda, ¿no?

La verdad es que nuestra función como Instituto es garantizar el acceso a la información pública y el número de armas a mí se me hace que es información pública y que no debe ser reservada.

En el caso del arma más reciente y del arma más vieja también, ¿no? Pues el arma más vieja es un fusil de tal año o de tal marca, ¿no? Etcétera, y la más reciente es tal, porque en el medio, pues obviamente no hay ningún dato adicional que pudiera afectar o que pudiera armar un cuadro de análisis y de ver cómo se podría vulnerar, digamos, la seguridad pública en el Distrito Federal.

En ese sentido, insisto, estoy de acuerdo con el proyecto de resolución que dice: “Que se proporciona a la particular en su inciso b) la información relativa a los puntos 1, 3 y 4 de la solicitud de información original, si nos da el número de armas con las que cuenta para determinadas funciones, así como en qué año se adquirió la más reciente”. Yo diría en qué año, tipo y año, de qué tipo es el arma y en qué año se adquirió la más reciente e igual de qué tipo y en qué año se adquirió la más vieja.

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias. Estando de acuerdo en que en apariencia no generaría ningún tipo de problema o vulneraría la seguridad el tener un dato, un número de armamento, pero si este dato lo cruzamos con otro tipo de información que además sí es pública y sí está disponible, creo que sí podría con otros ojos generar un riesgo para la ciudad.

Yo les comentaba hace rato, si nosotros pedimos por ejemplo, que por información pública se puede obtener el estado de fuerza de toda la policía que durante un turno está en servicio en la ciudad, incluyendo todas las policías, o sea, la bancaría, la preventiva, todas las policías, la auxiliar, etcétera, y lo cruzamos con el número de armas que tendrían, sí estamos generando un mapa de acción y del estado de fuerza de la acción de la propia policía.

Me parece que eso podría vulnerar, evidentemente, la seguridad, no solamente a los elementos de manera particular de la Secretaría de Seguridad Pública, sino los dispositivos de seguridad que se implementan en la ciudad diariamente, o sea, esta ciudad es un monstruo que para movilizarse desde las 5 y media de la mañana, hay un dispositivo de policías impresionante y para, evidentemente, generar un mecanismo de control y de prevención de una serie de delitos en algunas aglomeraciones que se generan por la movilidad de la gente, es un problema y si a esto le sumamos, evidentemente, que alguien con ojos especializados, porque además no hay que desconocer que el contexto de la propia, del propio país, es un contexto complicado en donde cada vez hay un asunto mucho más sofisticado, pues sí podría generar, evidentemente, una vulneración a la seguridad.

Y me parece que la prueba de daño que nos dan, por ejemplo, hace rato se mencionaba del monto, de los montos, en la prueba de daño se dice que con una cantidad podría presuponerse qué tipo y la cantidad de armamento que se puede generar, si nosotros a esto lo cruzamos con otra información que además es pública, es disponible y hasta está en la página de la propia Secretaría de Seguridad Pública, pondríamos en riesgo, por supuesto, los operativos de seguridad de la propia ciudad.

A mí me parece que el tema del número sí vulnera el asunto, no podríamos, evidentemente, dar tampoco el tipo del arma de los numerales 3 y 4 porque dice: “tipo, número y año en que se compran” porque eso es un indicador y además pues eso, haríamos que se desclasificara todo lo que estamos planteando en el asunto del proyecto que es clasificar el tipo, el número de arma con que se cuenta, que es el estado general de fuerza con que se cuenta.

Yo creo que sí es necesario, en este caso, pues tener una reserva de información porque sí pone en riesgo el asunto de la seguridad de la ciudad y déjenme decirles por último -perdónenme que me robe unos segundos- que yo he sido de los que pugnan porque abramos toda la información, de hecho ha habido debates mucho más argüidos en una serie de cosas y yo me he manifestado porque se abran, pero en este caso, me parece que vale más la seguridad del Distrito Federal que el interés de un particular por conocer un número que puede, evidentemente, vulnerar la seguridad en la ciudad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Luis Fernando.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Coincido plenamente con el Comisionado Mucio y con el Comisionado Presidente, Oscar Guerra y aquí es el tema, que aparentemente el número, pues es una cuestión estadística, pero si tiene cierta información y la ligas, pues ya te da un indicador, ¿no? Y el tema importante aquí, pareciera que estuviéramos ocultando información para el ciudadano, pero al contrario, aquí se están, digamos, hay dos derechos que defender, ¿sí? El derecho de acceso a la información de una persona o, en este caso, el interés general, el interés, el derecho a la sociedad a ser protegida.

Yo creo que, esto es muy importante, yo creo que es tan importante que en este Pleno, hasta donde veo, lo que tendemos a proteger es la seguridad de las personas y por eso mi manifestación es que el número sí es importante y debe ser reservado.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Igual, yo insistiría en que creo que no es un solo dato, puede parecer un número aislado que, creo que un criterio que se ha hecho siempre en acceso a la información es cuando se pueden disociar datos, que pudiese ser el caso, pero no es, porque hay otra información que es pública, cruzando, digamos, con varios mecanismos que hoy hay, donde hay información pública con esta información que puede parecer un mega dato, si un dato ahí aislado sí puede dar a conocer, digamos, el estado de fuerza que tiene en términos de armamento, porque la pregunta es muy clara “para el desempeño de sus funciones”, con el número de policías, con …, etcétera, etcétera, los turnos, etcétera, etcétera que sí, digamos, te puede dar un estado de fuerza que tiene, alguien puede decir, bueno, pues están maquinando, el problema es que hay gente que sí maquina, o sea, en este país lo tenemos claro, si no, no, pues nada más quiere el dato, a ver y como para qué quieres el dato también, ¿no? También puede ser otra pregunta y como para qué, qué no duermes si no sabes cuántos policías.

O sea, aquí puedes pensar de un lado o del otro, ¿sí? De los dos lados puedes pensar, que es simplemente, digamos, para fines estadísticos, ¿no? O sea, que me digan 7 mil y que yo sepa que hay 15 mil elementos, con eso ya me está diciendo algo, eh, pero bueno, o que me digan 100 mil, tal y tal, ¿cuál es la utilidad pública? Ah, no, pues ya con esto, ya puedo dormir tranquilo, estoy haciendo una investigación, en ese sentido.

Ése es uno de los datos que más celosamente se ha guardado, digamos, y que han sido reservados por mucho tiempo, en muchos, digamos, es parte hasta de una estrategia ¿sí? En términos, no estamos en el caso, militares, etcétera, etcétera, digamos, en este tipo de cuestiones, son cuestiones de honor de ese índole, pero creo que y como bien lo decía Luis Fernando, pues estamos garantizando también otra, una posibilidad si quieren, una posibilidad en ese sentido de que, y más con toda la información que hemos visto, o sea, eso de las nubes, etcétera, etcétera, están empezando a cruzar información, información, información que te puede, digamos, rastrear. Acá hay otra información que es pública y que, digamos, en un análisis ahí de varianzas y de muchas cosas, puedes ir, digamos, conociendo muchísima información.

Yo soy de la idea que sí, digamos, este es un, dar a conocer, digamos, la fuerza, digamos, del Estado, o sea, el Estado, acuérdense el que tiene el monopolio de la violencia lo debe ejercer en ese sentido, tú estás dando a conocer, digamos, el grado de fuerza que tiene ese monopolio, que se le otorga por, digamos, determinada razón, democráticamente, lo que quieras, etcétera, en ese sentido y que probablemente no tengo la seguridad, o sea, la seguridad plena porque, pero que sí probablemente, digamos, pueda en algún momento tener, obtenerse una ventaja, digamos, del mismo.

Entonces, aquí sí a lo mejor una posición un poco más conservadora, no de acceso, sino un poco más en términos de los causales de reserva que existen y que existe, es de causal muy claro, no lo estamos inventando, en ese sentido creo que la información debe considerarse reservada.

LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- No, ya lo comentó el Comisionado Presidente, el tema de la capacidad de reacción, porque yo puedo conocer el tipo de armas, pero no sé cuántas armas tienes y si yo conozco los dos elementos sí genera una, le puede generar una desventaja al Estado para el tema de la protección, la inseguridad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, yo creo que hay mucha información que podemos tener que es pública, ¿no? Sabemos cuántos miembros hay de la policía auxiliar, cuántos de la policía preventiva, cuántos de la policía bancaria, sabemos cuántas patrullas existen, sabemos cuántos están asignados por cuadrante, todo eso, eso es la fuerza policiaca, ¿sí? Suponemos por el reglamento, también hay un reglamento que establece quiénes llevan arma.

Entonces, todo eso ya se puede obtener, o sea, el estado de la fuerza que es lo que preocupa, ya se puede obtener a través de toda la demás información, no necesita a alguien que tuviera esas intenciones raras, ¿no? Raras porque no es el caso, pues, o sea, la verdad no estamos hablando de otro tipo de estados donde la delincuencia sí está en una circunstancia bastante más avanzada, ¿no? Aquí no es el caso.

Entonces, yo insisto en que la prueba de daño no es convincente en ese sentido, ¿no? A mí en lo particular no me convence la prueba de daño que eso atente contra la seguridad, porque hay muchos otros elementos que ya son públicos y que de ahí ya se determina, si fuere el caso, dale el número de armas con el tipo de armas como bien decía el Comisionado Sánchez Nava, pues efectivamente ya nos da otra proporción del asunto con el cruce.

Pero lo que estamos diciendo, en mi caso, lo que estoy proponiendo es que el tipo de armas no se dé, que se dé el número de armas total y que se dé el arma más reciente y el arma más vieja.

A mí me parece que eso, definitivamente no atenta porque hay muchos otros elementos que si alguien quisiera tener esa desproporcionada intención, ¿no? De si quiera hacer un análisis en ese sentido, no lo lograría, pues, o sea, es decir, bueno, ya tiene lo otro y con esto no le ayudaría.

Entonces, yo insisto la prueba de daño, en mi opinión, no es convincente y por lo tanto debemos de dar la información del punto 1, 3 y 4.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Hay dos propuestas; una, que es como viene en el recurso donde se haga, digamos, la nueva clasificación de lo que se refiere al punto dos, digamos, y que se haga pública, digamos, la información referente al punto 1, 3 y 4 y obviamente, el sentido es modificar.

La otra también es modificar, por eso estoy exponiendo las dos, porque lo voy a votar primero en lo general y luego en lo particular, por eso estoy explicando las dos.

La otra es por modificar donde se pide que, digamos, se haga la clasificación siguiendo el procedimiento del Artículo 42, 50, pero de los puntos 1, 2 y se haga pública la información del 3 y 4.

Quieren que lo vote, entonces, modificar, porque todos vamos por modificar o que vote por, en general y en lo particular, ¿les parece?

Entonces, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido del 1475 sea modificar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- En lo general se aprueba por unanimidad, el sentido es modificar la respuesta del ente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Ahora, en lo particular.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo en que se clasifique siguiendo el Artículo 42, 50 el punto 2 y se haga público el punto 1, 3 y 4 como viene en el recurso, favor de manifestarlo.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que se clasifique en base al Artículo 42 y 50, el punto 1 y 2 y se haga público el punto 3 y 4, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- En lo particular los términos de votación de este Recurso 1475 es el siguiente:

La propuesta de que la instrucción se dé en términos como viene el proyecto, dos votos, del Comisionado David Mondragón Centeno y Alejandro Torres Rogelio.

La propuesta de que en el inciso a) se incluya el punto 1, a efecto de que sea clasificado y en el inciso b) sólo el 3 y 4 sea, se pronuncie como está expresado en el proyecto, tres votos, de los comisionados Oscar Guerra Ford, Mucio Israel Hernández, Luis Fernando Sánchez Nava.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, pasaríamos al siguiente recurso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Oficialía Mayor del Gobierno del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1557 de 2013.

Se solicitaron copias de las facturas que se hayan pagado por la inserción para difundir el primer Informe de Gobierno de Miguel Ángel Mancera al frente del Gobierno del Distrito Federal.

El ente obligado previa gestión realizada ante la Dirección General de Administración y su Coordinación de Comunicación Social respondió que después de realizar una búsqueda exhaustiva en los archivos respectivos, no se encontró antecedente documental alguno respecto de lo requerido por el particular.

El solicitante se inconformó porque no se realizó una búsqueda exhaustiva.

Sin embargo, de la revisión a la normatividad que rige la actuación del ente obligado se advirtió que la Dirección General de Comunicación Social se encarga del registro y control de las operaciones presupuestarias que afectan el presupuesto asignado a Comunicación Social, mientras que la Dirección General de Administración le corresponde realizar el pago derivado de las contrataciones con cargo al presupuesto asignado a tal rubro, previa revisión de los documentos comprobatorios que justifiquen derogación, así como supervisar la guarda y custodia de los documentos originales justificando y probando el presupuesto ejercido.

En ese tenor y tomando en cuenta la naturaleza de lo solicitado, se concluyó que las unidades administrativas que emitieron pronunciamiento son las competentes para realizarlo, en consecuencia, si éstas afirmaron que después de efectuar una búsqueda exhaustiva en sus archivos respectivos no encontraron antecedente documental alguno de lo requerido por el particular, dicha respuesta da certeza jurídica al particular de que en los archivos de la entidad recurrida no obra información de su interés.

El sentido del proyecto que se propone es confirmar la respuesta impugnada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración.

Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias.

No estoy de acuerdo con la propuesta que se nos hace de confirma la respuesta del ente, por lo siguiente y quiero iniciar esta participación señalando que me extraña y me preocupa que lo proyectos de resolución que nos están presentando, creo que con mayor frecuencia cada vez, en el cual un ente niega, así de buenas a primeras tener una información y nosotros argumentando la buena fe del ente la damos por válida y ya no hacemos un ejercicio mayor de indagar y buscar para saber si realmente se está conduciendo con verdad y realmente conforme a los principios que marca la ley para dar el acceso, garantizar el acceso.

Es éste el caso, me parece, no fue realmente en mi consideración, un trabajo exhaustivo el de la Dirección Jurídica para este recurso de revisión y de buenas a primeras confirma, ¿por qué? Porque además tenemos otro recurso, el de hace rato que ya lo votamos, el de la Secretaría de Seguridad Pública, el 1449, en el cual sí hacemos mención a las normas generales en materia de comunicación social del Gobierno del Distrito Federal y analizamos y vemos ahí la normatividad, cómo es que en cumplimiento de esta normatividad y otras es, precisamente, la Oficialía Mayor a través de su área de comunicación social la que concentra, precisamente, todo lo que tiene que ver con las estrategias de difusión del Gobierno, no solamente de la Jefatura, sino además de toda la Administración Pública, ¿para qué? Para obtener una serie de ventajas para el Gobierno, para mejores precios, condiciones, servicio, en fin, una serie de cosas, tanto así que, inclusive, si leen con cuidado esas normas, la propia Comunicación Social del Gobierno de la Oficialía Mayor podría, en un momento dado, hasta disponer de los recursos de otra dependencia dedicados a comunicación social para hacer una campaña de difusión del propio Jefe de Gobierno o de quien quiera.

Entonces, inclusive, en aquel recurso al que estoy haciendo referencia, el 1449, la propia Secretaría de Seguridad Pública señala dos cosas muy interesantes que quiero mencionar; en una parte dice que, incluso, esas normas generales en materia de comunicación social, le inhiben, precisamente, de hacer ella la contratación de espacios publicitarios para difundir un informe y otra cosa también que señala es que dice muy claramente y reitera y además nosotros lo recogemos, cómo es que es, precisamente, comunicación social, ¿no? La que se encarga en aquel entonces de hacer un spot, ¿no?

Ahora, en el caso del recurso que estamos viendo, el 1557 no es un spot, es una inserción, pero se enmarca dentro de la estrategia, precisamente, de comunicación social del Gobierno y entonces, lo que hace el gobierno, precisamente, lo sabemos, no contrata espacios por evento, por decirlo así, cada vez que lo requiere, sino hace una contratación más de tipo general, global y conforme va requiriendo publicar algo, según el medio, lo que necesite o la frecuencia y el mensaje también, determina para, por ejemplo, el Informe de Gobierno, voy a hacer una campaña previa durante y después al Informe de Gobierno, voy a utilizar tales medios de comunicación, en impresos, en portales de internet, tal vez radio y televisión y entonces, manda a los medios de comunicación las órdenes de inserción para que se cubra lo que ya tiene previamente, que es un contrato.

Entonces, para este recurso de revisión, yo lo que estoy proponiendo es que se tome en cuenta las normas generales en materia de Comunicación Social del Gobierno del Distrito Federal que se publicaron en la Gaceta Oficial del Distrito Federal en marzo de 2012, primero.

Y segundo, veamos a la propia ventanilla única del Gobierno del Distrito Federal donde ahí están todos los contratos, ¿no? Ahí están todos los contratos y podemos ver, por ejemplo, los que tienen con televisoras, con grupos de radio, también con los que tiene con medios impresos, donde podría inscribirse éste, precisamente, de interés y tomemos de ejemplo uno sólo, ahí en la ventanilla única, creo que podemos considerarlo como hecho notorio, precisamente, todos los contratos que aquí están, además con sus claves, y todo es muy transparente.

Entonces, por cada medio y entonces, tomo de referencia uno de estos contratos, por ejemplo, el número OM/DGCS/DGA/CPS-019-0-2013 participación consolidada de espacios publicitarios y uso de tiempo aire, página 1 de 20 que, además, trae aquí su Anexo y es muy interesante el Anexo, pero por ejemplo, este contrato que firma, precisamente, la Oficialía Mayor y la Dirección General de Comunicación Social y diversas autoridades, aquí que señalan y la contra parte, cuyos datos están resguardados, por supuesto, y la primera cláusula, ¿no? Objeto del contrato: “El proveedor, se obliga a prestar al GDF los servicios de espacios publicitarios y uso de tiempo aire en medios de comunicación masiva, prensa”, correspondiente al ejercicio fiscal 2013 que implica la obligación del proveedor de difundir los mensajes que para tal efecto el GDF le hará llegar por medio de una orden de transmisión de las campañas de las dependencias, órganos desconcentrados y entidades del GDF de conformidad con los términos, tarifas y periodos estipulados en el Anexo”.

Robo unos minutos nada más para concluir. En la tercera cláusula, Forma de pago: “El GDF se obliga a pagar al proveedor el importe de los servicios contratados a la prestación de la factura misma que deberá entregar para su revisión de requisitos fiscales y control presupuestal, las cuales deberán contener: nombre del proveedor, domicilio, fecha de expedición, número de contrato, número de factura, descripción clara de los servicios que amparan, número telefónico, importe total por cada factura desglosando el Impuesto al Valor Agregado y el orden de inserción o pauta correspondiente sin presentar tachaduras o enmendadura, anexando la documentación comprobatoria correspondiente a efecto de acreditar la prestación de los servicios, los pagos que cubrirá mensualmente una vez que se haya devengado y acreditado fehacientemente la prestación de los servicios y validados por el área responsable de seguimiento y verificación, estos pagos serán cubiertos de conformidad a los procedimientos de pago establecidos en el Manual de Normas y Procedimientos Presupuestarios de la Administración Pública del Distrito Federal”.

Y así le podemos continuar una serie de cláusulas que aquí dan clara noción de que la Dirección de Comunicación Social dependiente de la Oficialía Mayor sí es, sí debe tener esa información que es del interés de la persona, que además, -y ya con esto concluyo esta participación- centrémonos en los agravios, porque es algo que nos ha preocupado mucho, la congruencia del agravio con la solicitud original y el agravio es clarísimo y me parece un tiro de precisión, cuando él dice: “No hubo una búsqueda exhaustiva”, pues efectivamente por más que el ente diga que lo hizo o no es manera exhaustiva, sino utiliza el término acuciosa, yo creo que el recurrente tiene razón en su agravio cuando dice que no hubo esa búsqueda exhaustiva y nosotros, creo que adolece nuestro proyecto, precisamente, del análisis de esta normatividad que ya he citado, más aparte los hechos notorios que he mencionado, tanto la ventanilla única ahí están todos los contratos, aquí está un ejemplo de un contrato, las cláusulas que determinan, que son más o menos parecidos.

Y yo creo no puede ser confirmar, tiene que ser revocar, que haya, finalmente un pronunciamiento del ente, una verdadera búsqueda exhaustiva, ¿por qué? Porque todo indica que sí lo tiene.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Gracias. Nuestra ley es de las más avanzadas, es la más avanzada del país y de las tres más avanzadas del mundo según dice Fundar y Artículo 19 y lo es porque tiene varias características que defienden mejor el derecho de acceso a la información y que obligan de manera más rigurosa a los entes públicos, a dar el acceso a la información y a transparentarse.

Desde antes del 2008 ya existía la obligación de los entes de orientar, en caso de que no tuvieran la información, la ley establecía que están obligados a orientar, a decir: “yo no la tengo, pero la tiene fulano, ¿no? O la tiene tal, otro ente”. Eso no se está cumpliendo aquí y estoy hablando desde antes del 2008.

Ahora hay una obligación más fuerte que logramos en la reforma de 2008 que es la de canalizar, que fortalece la parte de orientar, no solamente dice ve para allá, sino que manda directamente la solicitud, aquí no se ve ninguna intención en esos dos sentidos y a mí me parece que si la ley los obliga a ello, aquí hay una infracción a la ley, de entrada, podemos creer, podríamos creer, suponiendo sin conceder, como dicen los abogados, podemos creer que no tenga la información, que hizo una búsqueda exhaustiva y que no la tenga, pero no hay ninguna orientación y canalización y evidentemente es la entidad competente para hacerlo.

Yo sí creo que no hay una, que no debemos de correr el riesgo, de hacer eso, porque es lo que sucedía en muchos estados y lo que sigue sucediendo en muchos estados, simplemente el órgano garante y la ley no tiene las estipulaciones necesarias para que el órgano garante obligue a los entes a entregar la información y por eso muchos comisionados, muchos plenos en el país están limitados para decir: “bueno, pues dijo que ya hizo una búsqueda exhaustiva y pues ya, ya no nos queda de otra, hasta ahí llegamos y hasta ahí nos quedamos”. Y eso en absoluto no garantiza el ejercicio del derecho acceso a la información, no garantiza el acceso, por ello es que nuestro jurídico debe ser un tanto más riguroso en el sentido que planteaba, pues muy positivamente, ¿no? El Comisionado Alejandro Torres, pues de ver las atribuciones, de hacer un análisis más a fondo y de, en su caso, dar el proyecto de resolución y elaborar una orden adecuada.

En ese sentido, pues yo creo que dada la argumentación, la que estoy de acuerdo, la que decía Alejandro Torres, creo que lo que debemos de hacer es revocar esta orden y ordenar que se haga una búsqueda porque además aquí se dice: “Esta Coordinación General, no encontró”. La solicitud es a la Oficialía Mayor, no a la Coordinación General equis, porque eso mismo puede suceder en cualquier ente, en cualquier solicitud y no lo podemos, no podemos dar por bueno eso.

Es cuanto.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Comisionado Presidente, tiene la palabra.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Primero, estoy de acuerdo con el sentido de la resolución, el asunto es que el acceso a la información, pues se está volviendo un asunto, digamos, complicado, no debiese ser tanto, pero a veces también es un asunto literal en esta cuestión y hay funciones y competencias.

Está claro, a mí no me queda, yo creo que la respuesta no orientó ni canalizó ni nada, porque ellos son los competentes para detentar esa información; punto número uno, el ser competente para detentar información que tiene que ver con las partes de comunicación social, es una cosa, otra cosa es que haya una inserción en un periódico y yo te pida la factura, Comisionado Mondragón, una cosa es que yo sea competente en materia de comunicación social con toda la normatividad que ya nos leyó el Comisionado Alejandro Torres, ése es el competente y quiero decir que no fue en una sola área, fue la Dirección de Administración, fue la Dirección General de Comunicación Social las que contestaron o una factura estaba en un lado o estaba en el otro, ¿sí? Y las dos ya contestaron diciendo: “(…) no la tengo” y aquí hay un principio, digamos, legal de darles a los entes, ya hicieron una búsqueda exhaustiva.
Ahora, aquí hay dos cuestiones, digamos, que sí ve el acceso a la información, si yo fuera el solicitante, a ver, qué pasó, tú tuviste un desplegado en un periódico y tú que eres el competente de tener esas facturas, etcétera, etcétera, no la tienes, ¿qué pasó? Hay, puede haber cuatro posibilidades de lo que pudo haber pasado, pero no fue la pregunta, no es ¿cómo se pagó? O ¿cómo apareció? Es la factura y la factura no está, primera posibilidad, ya las conocemos, ya las conocemos.

Las direcciones de comunicación social, se hizo una vez en este Instituto, hacen contratos anualizados con…, y es un pago anualizado y uno mete, entonces, no hay factura por inserción, hay una relación, hay una relación, no hay factura por inserción.

Dos, este tipo de campañas que están vigiladas y normadas por los institutos electorales es la única ocasión en el año que los gobernadores, jefes de gobierno y presidentes se pueden promocionar con su figura en actos públicos, en anuncios públicos, ¿sí? Y esto es vigilado por el Instituto Electoral, esto abre la posibilidad que el partido por el cual, digamos, tú llegaste a ser gobernador, jefe de gobierno, pueda promocionar tu campaña, aquí los asambleístas hacen sus informes y están en la ley que cada año, etcétera, pueden hacerlo y sólo les dan, creo que 15 días antes y 15 días después para hacer el asunto, después es violación al Código Electoral, ¿sí? En ese sentido.

Entonces, existe otra posibilidad, ¿sí? Existe otra posibilidad, ¿sí? Lo vimos con el Auditorio Nacional donde se hacen concesiones o determinados convenidos, no contratos, convenios, ¿sí? Para este tipo de cuestiones, la pregunta a la mejor correcta es, cómo, digamos, o ¿de qué forma se financió, se pagó, se convino, etcétera, etcétera, la inserción? O sea, esa ya es otra pregunta, la factura como tal, yo he entendido textualmente, ya la busqué, no está maestro y yo soy el competente, y ya la busqué en Administración y Finanzas y ya la busqué en la Dirección de Comunicación Social, todo gasto ya dejé dado, ya lo dejo dado, centralizado, digamos, lo tiene, hay derecho a la información, hay estas posibilidades o hay otras.

Recordemos, Susana Zavaleta, ¿sí? Yo lo di de a gratis y fue a cantar de a gratis porque soy, digamos, seguidora del Jefe de Gobierno y fue a cantar de a gratis, no hay factura, no hay contrato, ¿sí? La factura como tal, no; entonces, acabarte, hay un principio de certeza, dice: “búsqueda exhaustiva”, ¿sí? En ese sentido.

Entonces, yo por eso voy confirmar, creo que aquí el solicitante y eso sí, yo puedo estar de acuerdo, pues tampoco, si bueno, es que dijo la factura, pero no hubo factura, sino lo que pasa es que hay un contrato consolidado o mira sabes qué, que esto vino de recursos del partido, porque, digamos, es un asunto que está vigilado por el Instituto Electoral, porque eso sí eso es seguro, lo vigila el Instituto Electoral todos los promocionales, porque están regidos por la ley, digamos, por el Código Electoral o fue un grupo, digamos, de comerciantes o ya lo hemos visto, digamos, o un grupo, digamos, tal, tal, o el periódico se lo donó, digamos, sabemos que hay un problema de los casos de comunicación social en este país, bueno, que el Presidente actual se comprometió, que es el que menos se ha, a hacer una comisión específica para la revisión, etcétera, etcétera.

Entonces, en la pregunta textual, una respuesta textual, ¿sí? No hay factura. Entonces, el solicitante puede buscarlo vía otra pregunta, ¿no? U otra, digamos, opción, o la otra es decir, mira qué chistoso, salen anuncios de gobernadores, de diputados y no tienen factura, es otra forma de decirlo, ¿no? Y aquí me lo están diciendo y con oficio, eh, señores.

Comisionado Luis Fernando Sánchez.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Se adelantó el Comisionado Presidente, aquí no tenía que canalizar a nadie, porque es el competente, o sea, no, el Jurídico creo que actuó de manera correcta, no canalizando a nadie porque o a quién y el tema es, con lo que comenta el Comisionado Alejandro, sí existen los convenios y eso no lo vamos a negar y los contratos y pues, pero otra cosa es el tema del convenio, otra cosa es ya es el tema de la factura, que es el motivo de la solicitud de información que está haciendo.

Ya no me voy a extender, ya lo comentó el Comisionado Presidente, pero ahí es la gran diferencia, respecto de un tema en específico, de una inserción para difundir el primer Informe de Gobierno, pues eso puede quedar dentro de un convenio anual o pudo haber sido a la mejor hasta una cuestión que, de otra índole, ¿no?

Entonces, para mí, yo estoy de acuerdo como viene el proyecto y me quedaría con confirmar.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias. Con todo respeto, creo que su argumentación se dispersó un poco, pero me concentro en dos aspectos en los cuales disiento.

Primero, cuando señala o así lo estoy entendiendo como que la persona tendría que ser más específica en lo que pregunta, porque con lo que empezó a argumentar y después con lo que concluyó me parece que, pareciera que en su criterio estaría que si no preguntaste exactamente eso, pues no esperes, ¿no? Y a una pregunta a) viene una respuesta para a) y pues casi tienes la culpa por no preguntar con exactitud el documento.

Entonces, yo creo que este derecho ya lo habíamos dicho en otra ocasión, creo que es, o creía yo que esa parte ya estaba superada, la persona no tiene que ser especialista, ni allegarse de abogados especialistas o trasparentologos para hacer solicitudes de información, sino que pueden haber preguntas más abiertas y, por supuesto, el ente está bien, si no es un convenio, es un contrato, pero finalmente es lo que te interesa, pues aquí te lo doy, no hay problema, hay muchos entes que responden así y está muy bien.

La otra parte en la que disiento y yo creo que quizá por la lectura tan rápida que hice, no lo captó, fue por la parte de las facturas, porque efectivamente, los contratos los hacen y te hago un contrato a ti, medio de comunicación equis, para que durante este año me des 20 espacios, ¿no? De lo que sea y ahí conforme yo voy teniendo esas necesidades los voy ocupando, eso está muy bien.

Y eso está precisamente, en el ejemplo de contrato que expuse y cuya tercera cláusula, creo que responde o desvirtúa más bien lo que decía que no tiene que haber factura, cuando es, precisamente, la tercera cláusula dice: “Forma de pago: El GDF se obliga a pagar al proveedor el importe de los servicios contratados a la presentación de la factura, misma que deberá entregar para su revisión de requisitos fiscales y control presupuestal, las cuales deberán contener el nombre del proveedor, domicilio, fecha de expedición, número de contrato, número de factura, descripción clara de los servicios que ampara, número telefónico, importe total por cada factura desglosando el Importe al Valor Agregado y el orden de inserción”. Porque eso sí, si contigo te contraté 20 inserciones durante el año, nada más te mando una orden de inserción, tal día quiero que publiques, no sé esta fotografía o lo que sea, ¿no? Y entonces, después mando la factura y esa misma cláusula, precisamente, tercera, dice en su tercer párrafo: “Las facturas deberán expedirse a nombre del Gobierno del Distrito Federal con RFC” y da el RFC del Gobierno del Distrito Federal con domicilio fiscal en tal, tal”, ¿no? Entonces, sí hay evidencia.

Por lo tanto yo insistiría en que ese ente no tiene que canalizarlo, sí debe responder este ente. Yo lo que propongo más bien, que por la evidencia que tenemos, ¿no? Los hechos notorios que tenemos de los contratos, los que están en ventanilla única a éste, por ejemplo, ejemplo podríamos considerar que haga una nueva búsqueda, que haga una nueva búsqueda en todas sus áreas y entonces, ya lo exprese y, por supuesto, incorporar la normatividad a la que ya hice referencia en mi intervención anterior y por supuesto éstas.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Por alusiones, Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, yo no dije que no supiera preguntar una cosa, sino que él preguntó por una factura y se respondió una factura, ¿sí? A veces, obviamente, para un sujeto obligado que trate, la ley no dice, sabes que, qué, o sea, ese tipo de cuestiones, factura, le dijeron que no hay factura, hay búsqueda exhaustiva.

Y lo que acaba de leer, Comisionado, estoy totalmente de acuerdo, digamos, esos son lineamientos, muchas de éstas 38:36 el Ave María yo lo tenía en el Colegio de Economistas, con el Sol de México, con varios, son facturas anuales. A mí me dan una factura anual que ampara 10 inserciones, 20 inserciones y punto, eso es lo que me dan, ¿sí? Y es cuando se acaba el año y tiene que tener RFC, tiene que poner todo ese tipo de cuestiones, ¿sí?

Lo que tienen que tener son los números que yo les estoy dando de inserción para que ellos después me digan, fueron 40 al año, porque si me dicen 40, oye yo no te mandé ninguna orden de inserción, te doy tus 40 órdenes de inserción y te facturo por las 40, sabes qué tal, tal, o a la mejor 20 fueron de media plana, 20 de un cuarto, tal, tal y se da la factura al final del año, ¿sí? Así se paga la mayoría de las solicitudes. Aquí en el Instituto así lo hicimos algún tiempo con El Universal, ¿sí?

Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Los entes pueden orientar o pueden canalizar no únicamente cuando no sean competentes, puede haber concurrencia, ¿no?

Entonces, aquí en ningún momento se ha dicho por mi parte, que Oficialía Mayor sea o no competente, sí es competente y precisamente, como es competente en el caso de que no tenga la factura puede saber quién la tiene o puede saber en qué proceso está o puede saber cómo hizo la adquisición.

Entonces, la orientación al solicitante no solamente es orientación a otro ente, bajo el principio de máxima publicidad, la orientación al solicitante, cuando uno busca el cómo sí dar la información en vez del cómo no, lo que uno hace, es decir, en todo caso con las opciones que presenta el maestro Guerra, ¿no? Que pudo haber sido de esta forma o pudo haber sido de la otra, ¿no? El pago, podría haber respondido así, ése es el principio de máxima publicidad y eso es también en un sentido más amplio el entendimiento de por qué, cómo el ente orienta al solicitante, no tengo factura porque el servicio que se está contratando está bajo estos términos.

Ahora, ¿qué se está haciendo en este momento? Pues hay tres comisionados que están interpretando de manera muy limitada el derecho de acceso y entonces, están diciendo: “ah, pues le preguntó esto y le respondió esto y entonces, va, hay que confirmar” y eso se me hace de verdad como una película que vi algún tiempo donde una persona le preguntaba a un robot, ¿no? El robot le preguntaba: pregunta incorrecta, ¿no? Y lo echaba a un hoyo.

Entonces, me parece de verdad que eso estamos haciendo con los solicitantes, ¿no? Pregunta incorrecta, adiós señor, ¿no? Creo que no es el caso, estamos buscando la máxima publicidad, la orientación y lo que pasa es que no les gusta, ya sé que no les gusta y que se van a molestar muchos, ¿no? De decir: se está asentando un precedente para que en el futuro cualquier gente diga, no la tengo y tan, tan, hazle como quieras, ¿no?

Creo que eso no es garantizar el ejercicio del derecho y creo que no hay, hay muchos elementos, en este caso, no es una especulación porque las posibilidades que dice el Comisionado Presidente, sí son especulaciones.

Aquí el ente ni niega ni afirma que exista una factura por ese hecho, por esa operación, ¿no? Dice, simplemente “no tengo las facturas”, ¿no? No dice: “sí existe”, no dice: “no existen”, no dice: “se generaron” y no se generaron, dice: “las busqué y no estaban”, ¿no? Es lo único que dice y ahí nosotros no podemos deducir de verdad no tenemos elementos para deducir nada, respecto de las especulaciones de las posibilidades que pudiera haber dicho y sí tenemos elementos que ha aportado el Comisionado Alejandro Torres, respecto de la normatividad y lo que obliga y todo esto.

Creo que no es dable que se confirme esta respuesta, insisto, porque está asentando un precedente para que en el futuro cualquier ente responda lo mismo y nosotros ya no podamos hacer nada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias. Yo pienso cómo sí se puede dar el asunto y me preocupan varias cosas, pero, digamos, a la mejor para esto sirve el dialogo, pero cómo se puede, cómo sí, pero tengo una serie de cuestionamientos que me dicen que algo, que algo está raro acá, ¿no?

Primero, la solicitud de la información es, solicito copias de las facturas que se hayan pagado por la inserción para difundir el primer Informe de Gobierno de Miguel Mancera al frente del GDF, pide facturas, pide facturas; nosotros lo que tenemos de manera, digamos, concreta, son contratos, son dos cosas distintas.

Me parece que el tema que nos plantea el Comisionado Alejandro Torres, digamos, tiene dos vertientes; una, el tema de que nos presenta los contratos, pero no sabemos si esos contratos están anualizados, si son una pauta de publicidad, ¿qué representan esos contratos? Es decir, claro que no es que se difumine el asunto de que no se pagó la inserción, pues es evidente, claro que se pagaron las inserciones en medios, el problema es que seguramente están en contratos que son, que tienen una temporalidad más grande que el tema, de sólo el Informe de Gobierno y cuando pide las facturas, yo también creo que de esos contratos se dieron facturas, pero puede ser facturas que sean anuales, trimestrales, no lo sabemos, digo y también me parece un poco el exceso de decirle al ente, pues dile por qué si lo que está pidiendo es copias de las facturas, lo que dice es: “no las tengo”.

Segundo, y lo dice no por un asunto, o sea, un poco nada más un matiz porque de repente se dice: “es que nosotros le estamos creyendo al ente y le estamos dando de buena fe”, pero es que no estamos haciendo eso, o sea, no es un asunto que nos diga, pues no las tengo, ah, bueno, pues no las tiene, eh, no las tiene y ya nos vamos todos muy contentos, no, o sea, finalmente, el ente y hay todo un, o sea, digamos, el recurso sí trae todo un estudio de ¿quién ejerce? Porque aquí viene hasta la partida, la partida es la 3611 Difusión por radio, televisión y otros medios de mensajes sobre programas y actividades gubernamentales, ¿quién las maneja? La Dirección General de Comunicación Social adscrita a la Oficialía Mayor y la Dirección General de Administración y ellas son las que ya buscaron y dicen: “yo de esa parte en particular de la inserción, no la tengo, no soy competente”, o sea, dice, “está bien”

Me preocupa también un poco, digo, si ustedes lo logran resolver podemos avanzar, dos cosas, los hechos notorios están dentro del expediente y los hechos notorios los jalamos en los actos procesales, no están afuera, o sea, que ése es un poco el tema, o sea, sé que puede haber una serie de señales hasta en 45:45 side five, pero eso no ayuda, o sea, el asunto es en el expediente, en el proceso, están o no están, no los tenemos.

Segundo, ¿cómo quedaría el asunto de la orden? Porque vamos a pedir, otra vez, que se haga, que se, que haga un búsqueda exhaustiva, pues ya la hizo y nos va a decir, no las tengo, ¿qué vamos a hacer?, ¿Se la vamos a dar por cumplida? O ¿qué estamos esperando que nos entregue? Eso me preocupa, ¿por qué? Porque finalmente nosotros hacemos una resolución, esa resolución se tiene que cumplir y la resolución, digamos, para no imposibilitar una respuesta del ente y quede satisfecho también el recurrente, pues hay que generar algo, lo que nos va a decir es: “ya las busqué, ya fui a la unidades competentes, no está, lo que tu pides no está”, ¿qué vamos a generar?, ¿qué orden vamos a generar para que se dé por cumplido el asunto? Porque finalmente volverle a…, digamos, yo lo pregunto así, a la mejor si hay algún mecanismo para que no, digamos, no se atasque nuestra propia resolución y tengamos un problema en cumplimiento, pues tal vez, pero, o sea, y además si logramos allanar las otras tres cosas que les pregunto y que pongo, pues a lo mejor podemos modificar el asunto, pero así como lo veo, lo veo complicado.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias. Yo creo que el hecho de que estén los contratos, porque son anuales, están ahí en el portal, en la ventanilla única de transparencia y traen su número además cada contrato, trae el nombre del proveedor y al abrirlo y sacar el contrato, pues trae hasta los montos anuales y entonces, ya por tantas inserciones un máximo o un mínimo de tantos, o sea, ya me comprometo a que te respeto las tarifas y todo, pero tú te vas a gastar, por lo menos tal cantidad y máximo tal cantidad.

Y entonces, ahí lo va administrando el ente y ahí sí, por cada orden de inserción le corresponde una factura, eso no hay mayor duda, eh, y además el contrato, ya leí la cláusula tercera y viene una serie de requisitos de los que no quiero insistir porque además viene, por ejemplo, cuando hay pagos en exceso, interviene Finanzas por cierto también, se tiene que dar de alta en el padrón de proveedores, quiero señalar además que son adjudicaciones directas, pero además ahí está todo transparente.

O sea, no veo cuál es el mayor problema de que la autoridad pueda responder esta solicitud, pero además de la normatividad, sí creo que es necesario traer en este recurso, lo que dice las normas generales en materia de Comunicación Social del Gobierno del Distrito Federal publicados en la Gaceta, porque es importante cómo es que concentra y cómo maneja todos los recursos para difusión el Gobierno del Distrito Federal.

Y por otro lado, quiero también hacer referencia para aquello también de que no se le puede ordenar buscar otra vez, si ya dijo que ya no le encontró y pues ahí muere, bueno, pues tan sólo veamos lo que pasó en el Recurso 2094/2011 en el cual el ente recurrido fue la Oficialía Mayor del Gobierno del Distrito Federal donde le pidieron en aquel entonces, los gastos de la Jefatura de Gobierno del Distrito Federal en medios electrónicos e impresos del primero de enero de 2011 al 10 de octubre de 2011 desglosado por fecha y medio de comunicación, favor de incluir la información de los gastos por pagar también desglosado por fecha y medio, es otra solicitud.

Pero a lo que voy es que el sentido de aquella resolución fue el Pleno del Instituto, este Instituto resuelve: “Se revoca la respuesta emitida por la Oficialía Mayor del Gobierno del Distrito Federal y ordena que emita una nueva en la que proporcione la información consistente en los gastos por pagar de la Jefatura de Gobierno del Distrito Federal y medios electrónicos e impresos desglosado por fecha y medio de comunicación, en el periodo comprendido del 1° de enero al 10 de octubre del 2011”. Sin necesidad de canalizar a otra parte, ni nada de eso, o sea, después de que se le hace una revisión de su normatividad, de lo que son sus facultades, atribuciones, lo que sí debe de tener, en aquel entonces, se le ordenó dar una nueva, porque así está establecido que debes tener esa información, ¿no? Y no es simplemente que digo, no la tengo y listo, o sea, creo que no es válido.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, hemos reiterado todos nosotros en nuestras intervenciones que no sabemos si esto, no sabemos si el otro, no tenemos elementos, y no los tenemos porque el ente no informa ni en su respuesta y tampoco informa en su informe de ley, tampoco dice nada que nos puede dar luz de cómo está el asunto.

Y aquí yo quiero traer a colación también otro caso que es, el de los gastos, el de la toma de posesión del Jefe de Gobierno, donde en aquella ocasión se dijo, “pues no hay gastos porque actuaron a título gratuito”, ¿no? Pero se dio una explicación, si nada más hubiera dicho, no hay gastos, creo que hubiéramos estado discutiendo como ahorita, en aquel entonces, dijo no hay gastos porque fue a título gratuito y eso satisfizo para nosotros y creo que al solicitante y para todos.

Aquí el problema es que no se funda ni motiva y es lo único que queremos, si la ley si nos permite pedirles ya, hablándonos, haciendo un ladito la buena voluntad, ¿no? La voluntad política para ser transparente y dar acceso a la información pública, sí tenemos la posibilidad de exigirle al ente que funde y motive.

Entonces, la propuesta mía es en el sentido de que se modifique para que en su caso, funde y motive.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Dos cuestiones, sobre este del Gobierno, ahí la pregunta era muy distinta, o sea, gastos o cómo se financió, etcétera, etcétera, no copia de las facturas, la primera respuesta fue esa, la copia de las facturas, no hay copias de las facturas, se hizo otra pregunta, ah, bueno, pues entonces, si no hubo factura cómo se financió hasta Susana Zavaleta, esa es una pregunta muy clara, cómo se financió, ¿sí?

Entonces, digamos, ese tipo de cosas, no hubo facturas con el Auditorio, lo hizo otra pregunta, ya después vio lo de las facturas, entonces, ¿cómo se otorgó? Ah, es que hay un convenio en el cual, digamos, por, digamos, ser un Auditorio que está en el Distrito Federal, tal, tal, tiene cinco fechas, pero fue una, no fue la factura, fue cómo, cómo.

Yo entiendo aquí el asunto de tal, pero es que el problema es que, o sea, esto de la máxima publicidad y de la rendición de cuentas, pues la ley es clara, o sea, es, digamos, así es el asunto jurídico, te están pregunta por una factura y te están diciendo que no la tienen, ¿sí? Tú preguntas y yo vuelvo a insistir, si el solicitante hace una pregunta, no porque esté mal hecha, sino porque él lógicamente como todos pensamos, debe haber una factura ante un gasto, ¿sí? Entonces, dice la factura y le salen con que no hay factura, porque es lo que le están diciendo, bueno, pues entonces.

Aquí hay dos cuestiones, o sea, si yo fuera ciudadano y ahí va la rendición de cuentas, ¿sí? Hubo una inserción que nadie niega y me dicen que no hay factura y la competente es un allegado para pagar todos los gastos de comunicación social o la mayoría de los gastos de comunicación, es a quien le pregunté y me dice que no hay.

Segunda pregunta que me hago, ¿cómo se financió ese asunto? Esa es una segunda pregunta. Lo que yo ya puedo salir a la prensa y con datos oficiales es decir: señores las inserciones del Informe del doctor Mancera no fueron financiadas o pagadas por la Oficialía Mayor, porque no tiene facturas y aquí está la respuesta.

Segunda pregunta, porque tenemos una segunda pregunta, digamos, el acceso también es así, ¿cómo fue financiado? Y yo ya he hablado varias posibilidades, eh, y bueno, también vamos a ver, hay, cuando hace uno contratos con, digamos, a largo plazo, consolidados a un año, también hay dentro de esas inserciones gratis, eh, y están en el contrato, en el contrato. Por 20 inserciones te voy a dar una inserción gratuita, nada más, digamos, también en esas cosas le dieron la mano entre Quijano53:44, entonces, bueno, pero no preguntó eso, David, esa es la única discusión.

Esa, si es la primera, ¿cómo se financió esas inserciones? Quiero las copias de las facturas, y si no cómo quedó financiado, que es el otro caso, ¿sí?, ¿Cómo se financió este asunto? Vuelvo a decir, eh, después de un gasto pagado por el partido político, este tipo de publicidad está regulado por el Instituto Electoral del Distrito Federal y por la propia Asamblea Legislativa en términos que sólo se vale 15, es la única ocasión en que se puede, ¿cómo se llama? Salir, digamos, a medios, la persona, ¿sí? En todas las otras cosas no, aquellas son las que paga comunicación social, que se beneficiaron a 50 mil gentes, pero aquí se promociona la figura y por eso está, digamos, relacionado con el asunto electoral.

Había otra cosa, pero ya se me fue, ya será para la otra.

Comisionado Luis Fernando Sánchez.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- El tema de la propuesta que hace el Comisionado David Mondragón, no procede, o sea, porque ya está fundada y motivada la respuesta, ya se hizo una búsqueda y está fundando los artículos que establece la Ley de Transparencia.

Aparte, se hizo un análisis por parte de la Dirección Jurídica respecto a las competencias de las direcciones de comunicación y de la Dirección de Administración, que son las competentes. 

Entonces, el proyecto viene bien, la respuesta ya viene fundada, viene motivada y pues ya, parece que traemos telepatía hoy el Comisionado Presidente y yo, el tema de que se adelanta en el tema de que sí, hay una diferencia respecto del antecedente que hizo del conocimiento del Comisionado Alejandro, hay una diferencia abismal, o sea, es una cosa, aquí está pidiendo las facturas y allá documentos donde pudiera venir el presupuesto, el pago, eso cambia todo.

Entonces, y ya hizo un análisis interesante el Comisionado Mucio de cómo sí, ¿no? Pero ya agotó todos los, ya llegó a todos los límites de cómo sí y no da, esto es lo que da.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel, adelante.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Me acaba de prestar su contrato el Comisionado Alejandro Torres y sí hay, se específica una serie de características, ¿no? De que sí va a haber una factura, de que va a haber una serie de cosas, de que en ese caso en particular, que no sabemos, además, en dónde más, si no es un modelo, ¿no? Por llamarlo de alguna manera, pues se dice que será mensual, de una pauta contratada, se dio una pauta, pues implica montos y meses, ¿no? Y que será mensual, y esto, digamos, claro, entiendo la lógica, entendiendo de cómo sí, ¿no?

Entiendo la lógica, dice, pues es que el contrato, que deben de ser contratos modelo porque finalmente tampoco debe de haber mucha variación en los contratos, te dice: "está bien, tú me tienes que dar una por mi pauta de publicidad contratada con equis medio, me tienes que dar al mes una factura con estas cosas”. Está bien, pero me llama la atención porque finalmente la solicitud de información, perdónenme que me vaya al asunto de la literalidad, pero dice: “copias de las facturas para difundir el primer Informe de Gobierno”.

Entonces, es una pauta y en ese mes, seguramente como bien dice el maestro Guerra, pues son 15 días antes, 15 días después, ¿no? O sea, hay, digamos, una variación porque además el Informe de Gobierno, pues es el, formalmente es el 17 de septiembre que es cuando tiene que presentar por ley el informe a la representación popular de esta ciudad.

Entonces, hay 15 días para atrás y 15 días para delante, ¿no? Y digamos, esa factura no necesariamente tiene que ver con el asunto de las inserciones, seguramente lo que reportan en cada mes, que sea el caso, porque tampoco, tampoco sabemos que así sea, seguramente trae otras cosas, ¿no? O sea, seguramente trae una pauta de publicidad no solamente las inserciones del Informe del Jefe de Gobierno, sino seguramente otras cosas que difunde el Gobierno de la ciudad y no específicamente ese asunto, porque tampoco tenemos evidencia de que esas facturas tengan, digo sí dice ahí que para la prestación de servicios, pues serán el número de inserciones pagadas y estas cosas, porque evidentemente se agregan testigos y digo, todo mundo sabe cómo se hacen esas cosas.

Pero a mí me queda la duda, porque finalmente vincular de manera específica el contrato a las facturas en ese espacio específico, me parece que no cuadra, o sea, no da, no da, o sea, lo que me queda claro es que no hay facturas específicas para la inserción de publicidad, hay, no es que se hayan pagado gratis o eso, sí hay evidentemente, pero son pautas de publicidad contratadas con antelación y seguramente se hace así por lo precios, por el asunto de tener un mejor contrato, por tener más espacios de publicidad, pues de esas cosas que todo mundo hace por eso digo, no me cuadra el tema del modelo de contrato con el asunto en específico tener facturas de eso.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo con una cuarta vuelta, favor de manifestarlo.

Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Ya nada más para concluir.

Yo estoy convencido de que esta forma en cómo responde el ente, no abona en nada la transparencia, el funcionario o los funcionarios involucrados en ello, yo creo que no están siendo leales de alguna manera con la Ley de Transparencia en sus obligaciones, creo que tampoco le ayudan al Jefe de Gobierno en todo caso, ¿no? Si es lo que pretenden hacer, yo más bien creo que es lo contrario, el efecto contrario, porque como dice el maestro Guerra, seguramente si alguien lo toma y lo sube a prensa y lo va a exhibir y después hará un ejercicio de rendición de cuentas haciendo una nueva solicitud, sí, efectivamente, lo van a exhibir como un ente opaco, ¿no? Y además a nosotros también probablemente también nos exhiban como que avalamos esa opacidad.

Yo creo que teniendo elementos para que el ente dé respuesta, no lo está haciendo, nosotros tampoco creo que estamos yendo a fondo para garantizar ese derecho, no estoy, no comparto de ninguna manera de que las personas tengan que ser especialistas en acceso a la información, en transparencia, esto es casi por ensayo y error y todos eso. Pero si lo extendemos con el criterio que ustedes están planteando, creo que nos estamos contradiciendo con todo el discurso que llevamos hacia afuera, la verdad.

No tiene por qué haber especialización en la materia, no hay una forma única ciertamente de hacer solicitudes. Pero también el otro extremo es que no pediste así con todas las características color, tamaño, forma, textura, no, eso no creo que ayude en nada a la transparencia.

Comparto lo que decía en ese sentido el Comisionado David Mondragón, en ese aspecto y yo creo que este derecho es muy generoso, es muy bueno para las personas, para poder ejercer otros derechos. La verdad que la rendición de cuentas se beneficiaría mucho si hubiera un poco de voluntad y de cumplimiento de la ley por parte de los funcionarios que están atendiendo este tipo de solicitudes.

Y finalmente, ojalá que la persona, este recurrente en particular, pero otros más, entren, saquen los contratos, lo lean, porque además ahí hay montos muy interesantes de cómo se está gastando en comunicación social el Gobierno de la ciudad, ya sea para un evento específico como el Informe o no o en general podrá hacer las sumas, ahí están muy claras, son disponibles para cualquiera en el portal de internet, se descargan y entonces podrá ver todo ello y a partir de estos contratos hacer preguntas más específicas y ni modo, creo que con este tipo de respuestas y además la actuación en este caso en particular, tampoco ayuda mucho la verdad.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Para aclaración, Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Nada más, Comisionado Torres, yo sí le pediría con todo el respeto.

Ni estamos avalando, digamos, tenemos una diferencia de opinión e interpretación, eso lo puedo entender y para eso somos un pleno, pero que afirmemos de que estamos avalando una aptitud opaca, yo tendría que saber el registro, para cuál final, cuando sepa cómo se financiaron estas inserciones.

Lo que me queda claro, y la otra, la que dejando eso, que algunos estamos avalando, o sea, eso se afirmó, ya está grabado. Algunos comisionados estamos avalando aptitudes de opacidad, estamos tomando una interpretación de qué se pidió una factura y se contestó que no hay una factura, que la rendición de cuentas puede llevar a que el ciudadano pueda conocer después o de otra forma o cuando menos saber que hubo gasto de una publicidad que no fue facturado a la Oficialía Mayor, eso ya lo saben y puede ser otra cosa.

Alusiones personales, Comisionado.

Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Le voy a pedir maestro Guerra, que no me ponga palabras que yo no digo, si por, exactamente, está grabado y por favor revisen la grabación, la versión estenográfica, si no puede grabar las palabras al momento, tome apuntes, escuche bien lo que yo dije. Yo de ninguna dije que este Instituto estaba dando una opacidad.

Usted hizo referencia a una hipótesis de cómo podría irse a publicar en el futuro la actuación del ente. Yo le estoy diciendo, como una hipótesis lo que además podrían en un momento dado, decir que este Instituto la avaló, que no es lo mismo.

Entonces, sí corremos un riesgo, yo no digo que estamos avalando opacidad, porque no estoy calificando así, o sea, no, de ninguna manera, simplemente creo que este Instituto no está garantizando en este caso concreto el derecho de acceso a la información de esta persona, eso si se lo digo.

Y eso creo y por eso traje todas estas evidencias, por eso las traje y las estoy mencionado aquí y de versas, reitero, no están escuchando bien los argumentos, ya leí dos veces la cláusula tercera de ese contrato. Hubo un ejemplo nada más de todos los que están en una ventanilla única, sí.

Entonces, escuchen bien, registren bien, no ponga, por favor, en palabras mías, porque no lo he hecho la primera vez hoy, sino en otras ocasiones también lo ha hecho, no ponga en mi boca palabras que no he mencionado.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Gracias, yo creo que no tenemos certeza que estamos decidiendo en base a varias especulaciones que es el contrato desanualizado, que si otro lo pagó, y esas son especulaciones.

Si nosotros tuviéramos la certeza de que así es, podríamos avalar lo que dice el ente de que no hay factura, porque yo insisto en que su respuesta no dice si existe o no existe, si e generó o no se generó. Dice que hizo una búsqueda exhaustiva que no encontró la factura, no dice que no exista una factura, porque puede suceder que esa factura sí exista y esté en otro lugar.

Entonces, el problema es que estamos, insisto, estamos decidiendo con base en especulaciones. Si tuviéramos la certeza de qué sucede con esa factura o por qué no se generó o por qué no existe, podríamos confirmar la respuesta.

Yo recuerdo muy bien que la pregunta que se le hizo sobre el tema de en cuánto salió el acto de Toma de Posesión del Jefe de Gobierno, no fue primero de las facturas, fue directamente cuánto se gastó.

Y la respuesta fue: No se gastó nada, porque fueron a título gratuito. Y ahí comisionados, pues yo si les llamo la atención en el por qué no se gastó nada, ¿por qué? Hubo algo y eso es fundar y motivar, esa es una motivación, ¿por qué no hubo gastos? Pro esto otro.

Aquí lo que yo insisto es que no podemos dejar respuestas como esas de parte de los entes, sin que funden y motiven. Por eso la propuesta que hago, que no es revocar, sino modificar para que funde y motive por qué no existe la factura, porque ahí es donde viene la explicación. No existe la factura porque n o la van a dar cuando se cierre el año, no existe la factura por esto, no existe la factura por el otro o no existe la factura porque está en otro lugar.

Pero no podemos irnos con esta respuesta, insisto, porque sentamos un precedente para que en cualquier gasto, imagínense otro gasto cualquiera, que nos responda la Oficialía Mayor: “¿Cuánto se gastó en papelería?” Y que nos diga: “No se encontró la factura”. Pues yo no veo nada de lo que se ha dicho aquí, que no nos lleva avalar también esa respuesta y a confirmarla y creo que no es el caso.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel.
C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- A mí me preocupa un poco que, bueno, no un poco, mucho. Porque la naturaleza de este pleno es el diálogo, la naturaleza de este pleno es la discusión, sin duda alguna. 

Y me parece que aunque sea en el caso específico de decir que no estamos garantizando el asunto del acceso a la información, pues sí me parece un poco grave, porque finalmente no es que nosotros detentemos la verdad, pero a través del asunto del acercamiento sucesivo con la ley, con la lógica, con la lógica ciudadana, con el asunto de garantizar el asunto del derecho al acceso que es lo que nos dedicamos, creo que intentamos garantizar el asunto.

Entonces, sí me preocupa que en este caso específico se pueda llamar a que hay un asunto de opacidad, porque no lo hay. Lo que también necesitamos resolver es conforme a una lógica en donde yo sé que de repente puede ser y les puede generar hasta cierto revulsivo interno y se revelen internamente por el asunto de que nos dice el ente, pues no las tengo. Y nosotros decimos.: Ah, bueno, pues cómo que no las tiene, las debes de tener en algún lado.

O sea, todo lo que tenemos como instrumental jurídico lo hemos hecho, me parece que tampoco debe de generarse la duda sobre si se ha hecho o no como se mencionaba al principio de la intervención del Comisionado Alejandro Torres y el Jurídico ha dicho no todo eso.

Pues eso yo creo que sí y yo creo que se hace en casi todos los recursos y en donde no, nosotros decimos: Hagan diligencia, alguien bajamos, etcétera.

Miren, de las últimas resoluciones que tenemos que tenemos, casi el 70 por ciento de lo que hemos resuelto en este año, revocamos, modificamos y ordenamos la información, el 70 por ciento.

Y solamente el 30 por ciento, poco más-menos, confirmamos o sobreseemos. Es decir, eso quiere decir que el 70 por ciento de nuestras resoluciones finalmente siempre van a la apertura de la información y los otros casos en realidad no quiere decir que estemos siendo opacos, sino que hay una buena respuesta por parte del ente, digamos, ustedes dicen no y hay una duda.

Pero yo creo que no tiene que ser una duda respecto a la honorabilidad del ente, porque a mí me parece que no va por ahí. Me parece, tenemos elementos suficiente o no para poder generar una convicción de que la información que se detenta la podemos entregar o no. Y en este caso, a pesar de que haya una serie de indicios, pero les digo, los indicios no son en el universo, no son en las estrellas, es lo que nosotros tenemos en el asunto del expediente y lo que está en el proceso no nos da para poder modificar el asunto.

Entonces, en ese sentido, me parece que sí es necesario decir que nuestras resoluciones están apegadas lo que más se pueda a derecho, a una lógica ciudadana, porque es la naturaleza de este pleno, por supuesto, pero cosas que van más allá de nosotros no lo podemos hacer, porque entonces si sería no solamente digamos opacos, sino oficiosos, que sería peor.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Luis Fernando.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Nada más, quisiera agregar.

Perdón que lo maneje al revés, o sea, si nosotros vamos con lo que ustedes están proponiendo y que tiene que haber ahora un contrato por cada inserción, estamos parcializando los contratos y ese no es el caso.

Ustedes dicen: Bueno, es que dentro de esa inserción. Pero ya lo explicaron aquí los comisionados, está dentro de… O sea, las áreas competentes ya se pronunciaron, ya hicieron la búsqueda, con qué fundamento vamos a ordenarles que amplíen la búsqueda, con qué fundamento vamos a ordenar que amplíen la búsqueda, que lo que hicieron estuvo mal.

Si tuviéramos nosotros indicios de que hicieron una búsqueda en un área que no es competente, entonces sí lo ordenamos y lo hemos ordenado aquí, hemos dicho: Sabes qué esto contratos aquí los hace, yo también los hago públicos. Qué bueno, sean pública, información pública.

Pero aquí en el contrato no me dice que por la inserción, por la inserción del informe del Jefe de Gobierno se lo pagará 500 pesos, no lo dice. Se dice que habrá periodos, etcétera, de facturación, etcétera, donde puede haber inserciones sobre el Informe del Jefe de Gobierno, donde puede ser inserción por alguna cuestión de presentación del programa social de no sé qué, o sea, y ahí se juntan todos. Pero no te dice: Por esta inserción se pagó esta cantidad.

Entonces, las áreas competentes ya lo hicieron y yo no le veo por dónde, no existe la forma de entregar esa información.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra el Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Me parece, la ley, digamos, es un término de aplicar un término, etcétera, porque por eso los amparos son a veces tan específicos.

Yo entiendo que los funcionarios pudiese tener la posibilidad y para eso son nuestros cursos de sensibilización, etcétera. Pero es una cosa valorativa, la ley no dice: “Tú tendrás que valorar e interpretar lo que tal”. Obviamente debiese ser una posición. Aquí pidieron facturas, le dicen: “no hay facturas”. 

Ahora, siendo prácticos, como debe ser en la vida, no digamos a decir “así tiene que ser”. El acceso a la información permite hacerse de esa información, y si por la primera no, porque ya me dijeron, ya me dieron un dato, eso hay que tenerlo, “no hay facturas”, ese dato ya me lo dio, ya supe algo. 

¿Qué va a pasar si votáramos tal motivo? El Pleno, se engrose, lo firman los comisionados, se notifica y se da un cumplimiento de resolución. 

Siguiente pregunta puesta hoy en el INFOMEX, por qué no existen las facturas con las excepciones que se hicieron para el informe del doctor Miguel Mancera. Y si no las existen, me podrían informar si éstas fueron pagadas con recursos públicos o con otro tipo de recurso o donación. Gracias, punto, eso lo tiene antes de esta resolución, y tenemos un asunto legal para poder legalmente ordenar que eso fue lo que se preguntó. 

Yo no puedo ordenar que legalmente le digan por qué no tiene facturas, si no preguntó por qué no tiene facturas. Esa es simplemente la diferencia. 

Voy a someter a votación, es modificar para que fundara y motivara, según entendí. 

Entonces voy a someter a votación, como siempre lo hemos hecho, como bien ve el recurso, porque tenemos dos propuestas en la mesa. 

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 1557 del Gobierno del Distrito Federal, el sentido sea confirmar, favor de manifestarlo. 

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 1557 el sentido sea modificar para que ordenar que haga búsqueda exhaustiva en todas las áreas de la Oficialía Mayor. Y en caso de no encontrar la factura funde y motive por qué no la tiene. 

Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Los términos de votación de este recurso RR.SIP.1557/2013 es el siguiente: 

La propuesta del sentido de la resolución sea confirmar, como viene en el proyecto, tres votos, comisionados Oscar Guerra Ford, Mucio Israel Hernández Guerrero, Luis Fernando Sánchez Nava. 

La propuesta de que el sentido sea modificar, a efecto de que realice una búsqueda exhaustiva en otras áreas, dos votos de los comisionados David Mondragón Centeno, Alejandro Torres Rogelio. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso. 

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la delegación Cuauhtémoc, expediente RR.SIP.1456 de 2013. 

Se solicitó copia certificada del oficio DRH.1990 de 2011 del 12 de mayo de 2011, suscrito por el Director de Recursos Humanos. El ente obligado proporcionó copia certificada del oficio DRH.SAP.UBN.1990 de 2011 de fecha 18 de mayo del 2011, suscrito por el Director de Recursos Humanos. 

El solicitante se inconformó porque la información proporcionada no corresponde con la solicitud de información, ya que se entregó un oficio distinto al solicitado. 

En ese sentido vistas las manifestaciones de las partes, así como las constancias que integran el presente expediente, se advierten que existen diferencias sustanciales entre el documento solicitado y el que fue proporcionado por el ente obligado. 

Por lo que la respuesta emitida transgredió en perjuicio del solicitante, el principio de congruencia establecido en el Artículo 6º, fracción X de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, toda vez que se entregó un oficio diverso al solicitado, resultando así fundado el agravio del particular. 

Ahora bien, al momento de rendir el informe de ley, el ente obligado indicó que no existe el documento solicitado por el particular, haciendo las precisiones correspondientes, por lo que a fin de dar atención a la solicitud de información el ente obligado deberá indicar categóricamente que no existe el oficio requerido, señalando las precisiones referidas en su informe de ley y su oficio de alegatos. 

El sentido del proyecto que se propone es revocar la respuesta impugnada. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Luis Fernando Sánchez. 

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- De acuerdo con revocar la respuesta impugnada. 

Sin embargo, se estima conveniente señalar lo siguiente. Del estudio realizado en la resolución se determina en primer término, que el agravio marcado con el numeral dos es fundado y suficiente para revocar el acto impugnado, concluyéndose además que es innecesario el estudio de las dos inconformidades restantes, es decir, las identificadas con los numerales uno y tres. 

En ese sentido, si bien se encuentra ajustada la técnica jurídica a dicha determinación. Lo cierto es que en atención a que las solicitudes de información pública no son peritos en la materia; aunado a que las resoluciones del INFODF se caracterizan por utilizar un lenguaje sencillo y entendible para cualquier ciudadano. 

Se propone que se efectúe el estudio y el análisis de los agravios uno y tres a fin de robustecer la resolución. Lo anterior, aunado a que efectivamente el estudio de dichas inconformidades no afectan el sentido del proyecto. 

Por lo tanto, al estudiar el agravio uno consistente en que el ente incurrió en una indebida fundamentación y motivación que todo acto de autoridad debe tener al certificar un documento, toda vez que no se menciona el número de oficio y acuerdo del documento de origen, se tendría que determinar como inoperante en atención a que en el estudio realizado para estudiar la segunda inconformidad, se concluyó que el oficio solicitado por el particular no existe. 

Finalmente, por lo que hace al agravio marcado con el número tres, consistente en que a consideración del recurrente le causa perjuicio que el perfil académico de la Directora General de Administración no reúna los requisitos necesarios para cubrir el cargo delegacional. 

Se tendría también que determinar como inoperante en atención a que constituye una apreciación subjetiva del particular y que escapa del ámbito del derecho de acceso a la información pública. 

Es cuanto. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Alguna pregunta, señores comisionados?
De no ser el caso, voy a votar, aquellos que no estén de acuerdo con el recurso 1456, delegación Cuauhtémoc, el sentido sea revocar, pero hay que estudiar los agravios uno y tres relativos a la falta de fundamentación y motivación y que no se reúnen los requisitos la Directora General de Administración. Por lo que no se afecta el sentido, ya que son inoperantes dichos agravios. 

Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el proyecto de resolución RR.SIP.1456/2013. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso. 

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es el delegación Cuauhtémoc, expediente RR.SIP.1530 de 2013.

Se solicitaron cinco requerimientos de información relativos a un establecimiento mercantil ubicado en la dirección del interés del particular; el ente obligado entregó tres oficios de tres unidades administrativas distintas en los que se informa al particular respecto de una visita de verificación realizada al establecimiento de su interés y le indican en que una unidad administrativa puede consultar el estatus del procedimiento derivado de la visita realizada, haciendo dos pronunciamientos respecto de la unidad administrativa que se conoce la invasión de vía pública. 

El solicitante se inconformó, porque lo manifestado en los oficios es parcial y confuso, pues no atienden en su totalidad la solicitud que se realizó. Pues por lo que respecta a las preguntas uno, dos y tres, la respuesta queda sujeta a interpretación sin que exista claridad en las mismas. 

Y en cuanto a las preguntas cuatro y cinco no fueron respondidas ni se recibió orientación o informes de que hayan sido turnadas a otro ente competente. 

En este sentido el ente obligado no emitió pronunciamiento alguno respecto de los contenidos de información marcados con los numerales uno, cuatro y cinco. Mientras que de los numerales dos y tres emite pronunciamientos que no le proveen de certeza al particular, pues al no ser categóricos dejan al recurrente la responsabilidad de interpretar lo que la autoridad responsable trató de ser de su conocimiento; lo que evidentemente transgrede su derecho de acceso a la información. 

El sentido del proyecto que se propone es revocar la respuesta impugnada y ordenar que se emita una nueva en la que con un pronunciamiento categórico y congruente atienda en sus términos todos y cada uno de los requerimientos de información del uno al cinco, contenidos en la solicitud de información del particular. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Luis Fernández Sánchez.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- De acuerdo con el sentido de la resolución y a fin de fortalecerla, se sugiere lo que se expone a continuación. 

Al estudiar los requerimientos de información uno, cuatro y cinco consistentes en. Uno, se indique si cuenta con toda la documentación para funcionar con el giro de servicio mecánico y, en su caso, de que consta la documentación con números de folio de oficio o constancias con los que cuente. 

Cuatro, se indique si el uso de suelo del inmueble de referencia permite la instalación y funcionamiento de un taller mecánico, y si el mismo cuenta con autorización de esa autoridad para realizar trabajos en vía pública, además de utilizar como estacionamiento las áreas aledañas al inmueble. 

Cinco, si la solicitud de información pudiera fungir como denuncia, ¿qué área la atendería? Se concluye que el ente obligado al proporcionar su respuesta fue omiso en emitir pronunciamiento alguno en torno a estos. 

Por lo que se propone incorporar que el ente transgredió el principio de exhaustividad contenido en el Artículo 6º, fracción X de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal de aplicación supletoria a la ley de la materia. 

Asimismo, se sugiere robustecer la orden al ente obligado precisando en qué consiste en cada uno de los cinco requerimientos de información de interés del particular. 

Es cuanto. 

C. OSCAR GUERRA FORD: ¿Algo más? Señores comisionados. 

Comisionado Mucio Israel. 

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- De acuerdo con lo que plantea. 

Nada más en este caso, para no dejarlo pasar, porque me parece interesante después del debate que hicimos la vez anterior. 

En este caso estamos revocando, y sí da, evidentemente, el ente obligado, que es la delegación Cuauhtémoc, sí da una serie de oficios, pero esos oficios son confusos, nebulosos, no se entienden, son un abigarramiento. 

Y lo que nos estamos diciendo es, esa información que tú diste como no es legible, no puede tener una traducción, pues simplemente te revocamos. O sea, hay información, sí le está dando cosas, y lo que estamos haciendo es decirle: No, porque finalmente todo eso que tú le estás dando al recurrente, no va ser legible, no puede ser. Y el acceso implica también, que finalmente el ciudadano, la ciudadana que presenta una información pueda ejercer su derecho; y esto implica que lo que le den sea absolutamente legible. Que es un caso distinto al anterior. 

No lo quería dejar pasar, porque sí es interesante lo que estamos haciendo acá, estamos revocando. 

Sé que ayer el Comisionado David Mondragón traía la intención de modificar, porque sé él nos lo ha expuesto dos recursos atrás, que finalmente cuando no hay nada, pues por qué; pero en este caso hay, hay pero, como diría mi abuelita, “puro humo”. Entonces le estamos revocando. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Voy a someter a votación, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 1530, delegación Cuauhtémoc, el sentido sea revocar para fortalecer la resolución, señalar que el ente transgredido al principio de exhaustividad, el Artículo 6, fracción X de la Ley de Procedimiento Administrativo, y precisar la orden en que consiste cada requerimiento de lo que se debe pronunciar. 

Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el proyecto de resolución RR.SIP.1530. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso. 

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la delegación Coyoacán, expediente RR.SIP.1504 de 2013. 

Se solicitó se informe en qué etapa procesal se encuentra el expediente del interés del particular, relativo al procedimiento administrativo de revisión de registro de manifestación de construcción. 

Y en caso de que haya causado estado dicho expediente, se proporcione copia de la resolución emitida.

El ente obligado, respondió que en los archivos de la Dirección de Desarrollo Urbano se localizó el expediente de interés del particular, procedimiento administrativo que actualmente sigue sustanciándose y que aunque no causado ejecutoria de conformidad con el Artículo 37, fracción VIII de la ley de la materia, motivo por el cual se clasificó la información como reservada y no puede ser proporcionada a información solicitada.

El solicitante se inconformó, porque el ente obligado es omiso en proporcionar la información, únicamente se limita a informar que el expediente de interés del particular se encuentra en un procedimiento administrativo que actualmente sigue substanciándose, motivo por el cual clasifica la información como reservada, sin acreditar haber cumplido con el procedimiento para ello.

En este sentido, valorado el contenido de la respuesta impugnada, se advierte que el ente obligado no informó al solicitante la etapa procesal en la que se encontraba el procedimiento administrativo a que se refirió en la solicitud de información, cuando en términos de lo establecido en la Ley de Procedimiento Administrativo y el Reglamento de Verificación Administrativa, estaba en posibilidad de hacerlo.

Asimismo, derivado de la clasificación de la información por parte del ente, se advierte que no existen elementos objetivos verificables que identifiquen una alta probabilidad de dañar el interés público protegido, ya que de la revisión de las constancias y diligencias para mejor proveer, se advierte que el ente obligado no funda o expone los motivos por los cuales considera necesario clasificar la información solicitada por el recurrente. Motivo por el cual, la información solicitada es susceptible de ser proporcionada.

El sentido del proyecto que se propone es revocar, con fundamente en el Artículo 82, fracción III, penúltimo párrafo de la ley de la materia.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- De acuerdo con el sentido de la resolución; sin embargo, a efecto de robustecer el proyecto, se sugiere dividir las manifestaciones vertidas por el particular en dos agravios y no sólo en uno, tal como se señala en el proyecto, ya que de la simple lectura del mismo, podemos advertir que el particular se inconforma de:

1.- Se omite dar respuesta a la información relacionada con el estado procesal del expediente y

2.- No se acredita la clasificación de la información como reservada, ya que no fue presentada en la Sesión del Comité de Transparencia.

En esta orden de ideas, se debe hacer análisis, por un lado, de que el ente no emitió pronunciamiento alguno en relación del estado procesal del expediente de su interés, por lo que faltó a principio de exhaustividad previsto, como se decía, la Ley de Procedimiento Administrativo del DF.

Y también, por lo que hace a la reserva relacionada con el expediente, ya que en tal motivo no puede hacerse entrega de la copia de la resolución emitida, debe realizarse un análisis en el que señale que al momento de presentar la solicitud no se había emitido resolución y robustecer en la página 26. Simplemente es una división de agravios, ahí, de orden.

¿Alguien más, señores comisionados?

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Le entrego a la Secretaría Técnica una cosa de reforma.

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Todos aquellos comisionados que estén de acuerdo?

1504, Coyoacán, 1504 es lo que estamos discutiendo.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Confirmar y dar vista.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Sí, sí, no revocar. Revocadas, Coyoacán, tal como vienen; las mías fueron simplemente de orden para robustecer ya la construcción.

Aquellos que no estén de acuerdo que el sentido del recurso 1504, delegación Coyoacán, el sentido sea revocar, pero hay que dividir las manifestaciones del particular en dos agravios y estudiar que no se pronunció del estatus del expediente y señalar que al momento de la solicitud no se emitía la resolución sobre el mismo. Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el proyecto de resolución 1504/2013.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es el Instituto de las Mujeres del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1507 de 2013.

Se solicitó: Uno, ¿cuántas demandas hay contra el Instituto de las Mujeres en el Distrito Federal del 2010 a 2013, del número de demandas contra el INMUJERES?

1-A. Cuántas ha perdido el INMUJERES DF en el periodo 2010 a 2013.

2-A. Cuántos millones de pesos asciende el monto perdido por el Instituto de las Mujeres en este tipo de demandas de 2010 a 2013.

3-A. Indicar el nombre de los servidores públicos que demandaron al instituto por despido injustificado, así como el año en que demandaron y,

4-A, indicar el nombre del servidor público que lleva la defensa del INMUJERES de 2010 a 2013.

El ente obligado respondió respecto a la primera solicitud que fueron 16 demandas, respecto al punto A, que no se había perdido ninguna demanda, toda vez que no hay ningún fallo desfavorable al ente, que no se pagó ningún millón, pues todavía no hay ningún fallo desfavorable al ente.

Se proporcionaron los nombres señalando el año en que presentaron la demanda y se enlistan los nombres de las personas que llevaron la defensa del ente ante las demandas.

El solicitante se inconformó, porque la respuesta es incompleta y ambigua, ya que de la respuesta tres, sólo se infraccionaron a seis servidores públicos, los cuales corresponden a los años 2010 y 2002 a 2013, sin hacer referencia a los años 2011 y 2012, sin aclarar la razón por la cual no se entrega la información respecto de esos años o si por el contrario, no existen demandas en ese periodo.

Respecto de la pregunta uno, no se puede apreciar si los 16 servidores públicos que reportan, deberían equivaler a los reportados en la pregunta tres. Sin embargo, de acuerdo a las constancias que obran en el expediente, así como del estudio a la normatividad aplicable, el ente emitió un pronunciamiento categórico respetando los principios de congruencia y exhaustividad del Artículo 6º, fracción X, de la Ley de Procedimiento Administrativo para el Distrito Federal.

Ya que brindó contestación oportuna a cada uno de los apartados de la solicitud, declarando este instituto como infundados los agravios manifestados por el particular.

Sin embargo, se considera que se podría actualizar los supuestos tercero y noveno del Artículo 93 de la ley de la materia, por lo que se solicita dar vista a la Contraloría General.

El sentido del proyecto que se propone es confirmar la respuesta del ente obligado, dando vista a la Contraloría General por proporcionar información confidencial.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado, Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias.

Mire, la propuesta es muy sencilla, simplemente creo que yo les propondría que en lugar de la vista, como lo propone el proyecto, hagamos una recomendación en el tema de haber revelado datos personales.

Sé que va haber una propuesta que pueda cuadrar el asunto, porque además, con qué fundo el tema, hablando de fundar y motivar, nada más fundo el asunto. Si nosotros vemos la evolución que ha tenido, precisamente, el ente obligado que es el Instituto de las Mujeres, ha venido in crescendo.

Ha venido haciendo una labor importante, precisamente, por responder las solicitudes de información y con tal, garantizar el asunto del derecho al acceso a la información.

Me parece que el ánimo que tienen en esta respuesta, donde le preguntan una serie de cosa y ella revela datos personales y más allá de eso, me parece que no es en un afán de prevenir la ley, sino precisamente de un elemento de máxima publicad.

Por eso, yo le propongo a este Pleno, confiando en su sensibilidad y en la evolución que ha visto en el propio Instituto, que pudiéramos darle una recomendación.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Comisionado Presidente, tienen la palabra.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Perdón, es un problema como de técnica jurídica o como de cuando uno educa a sus hijos.

O sea, le preguntan sobre los nombres, tal, tal, de las personas que han presentado denuncias; se los da, lo cual está mal. Tanto así que estamos proponiendo, yo estoy de acuerdo que sea una recomendación, para que en próximas peticiones se abstenga de dar este tipo de nombres, dado que es información confidencial.

Dado que no son servidores públicos, tanto así que está en una denuncia. Hasta ahí estamos bien, pero no te puedo confirmar la respuesta, lo que puedo hacerte es modificarte, ya la regaste, para que clasifiques esa información de la forma adecuada como información confidencial y pase a tu Comité de Transparencia, en el buen sentido de la palabra, para que te quede claro a ti y a tu comité que ese tipo de información no ceder.

Simplemente es un asunto de congruencia, es como si a mi hijo le doy un dulce y luego le doy el zape, en ese sentido. Nada más el dulce. Esa es la propuesta.

Modificar para pasar, es que hay otros puntos, sí es modificar, porque hay otros puntos en que contesta bien. 

Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Solamente para que la orden sea, estoy de acuerdo con modificar, porque no podemos confirmar y dar una recomendación por divulgar información confidencial o dar vista a la contraloría, en cualquier caso y confirma. Porque confirmar significa que la respuesta estuvo bien y no está bien, porque divulgó datos personales. Entonces me parece que estamos bien modificando.

Pero lo otro es que, me parece que sí debemos de dar vista a la contraloría por divulgar datos personales y aquí no importa, porque estamos obligados a dar vista cuando esto sucede, es una infracción clara a la ley y es una infracción que no es menor si es que podemos poner informaciones, infracciones mayores, menores y regulares. No es una infracción menor y aquí no tiene caso que se argumente que es la primera vez, porque yo recuerdo que cuando me pasé el alto la primera vez y me descubrió un policía también me cobró la multa y creo que así se debe de actuar siempre.

Entonces, nosotros como autoridad no podemos suavizar el criterio por ser la primera vez, porque sea la primera o sea la última la primera vez que mato a alguien pues no me lo van a pasar desapercibido; es una exageración por supuesto, es una dramatización, pero con eso quiero ilustrar que es una infracción finalmente y que tiene que ser vista a la Contraloría.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Lo que pasa es que en esto hemos puesto algunos criterios o procedimientos, no quisiera llamarle criterios, con el objeto de irnos acercarnos a esta protección de los datos personales de forma, y lo que hemos dicho por qué están, eso se vuelve a discutir, es que cuando suceda la primera vez hagamos la recomendación, si vuelve a hacer, y yo por eso lo dije, reclasifiquen para que se den cuenta dónde está el error; si lo vuelven a hacer entonces sí ya le damos la vista a la Contraloría.

En este proceso de acercamiento y acompañamiento con los entes a una conducta reiterada, sí, esa ha sido una cuestión, creo que sería injusto ahora a ellos sí y a los otros no, a los que ya pasaron, simplemente, a todos debieron de medir con la misma vara, y la vara había sido al principio, la regaste una vez, te pasaste el alto como dices tú, y si te pasaste el alto te quitan dos puntos, si te lo pasas tres veces te quitan la licencia, entonces no es lo mismo.

Entonces, aquí es una recomendación y aparte con una modificación para que el Comité haga la clasificación como la deba hacer, es un asunto que tenemos que modular, yo creo que también en algún tiempo perentorio tendremos que ir a quitar esto porque ya tú diste la oportunidad del conocimiento, del Comité se entere, de la ley, de los cursos, a lo mejor, no sé, a lo mejor el próximo año, no sé, hay que definirlo, si ahora sí ya, aquí se acabó el lapso, se puede decir así como esas evaluaciones no vinculatorias y al fin y al cabo también el lapso en que se les dio este proceso de aprendizaje con sus recomendaciones. Pero creo que ahorita no lo hemos hecho y creo que sí sería no justo, por llamarlo así, y creo que a veces ayuda cuando no lo vas a poner una vez, una cosa así, que es la recomendación que le permitan reclasificar y ya si obviamente se vuelve a reincidir entonces sí, no queda otra.

Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Nada más para, además me faltó agregar que se incorpore el resolutivo cuatro en caso de que confirmemos y el séptimo en caso de que modifiquemos.

C. OSCAR GUERRA FORD.- La idea es modificar.

Comisionado Luis Fernando Sánchez.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Yo me sumaría a la recomendación, el problema es que está en la ley y es el Artículo 93 y es la fracción XI, y dice: “Me constituyen infracciones a la presente ley, dice, entregar información clasificada como reservada confidencial conforme a lo dispuesto por esta ley”.

Entonces, lo que yo digo es que sí tiene que ser modificada dentro de las propuestas de reforma de ley para el tema de escalonamientos, es un tema que se tiene que revisar. Yo por eso me quedo en este momento con la vista, pero sí es un tema que nosotros, yo sugiero que este tema lo revisemos ahora que si viene algún tema de propuesta de reforma y que se tiene que actualizar para dar el escalonamiento para la gradualidad en el tema de las sanciones.

Me voy con modifica, me voy por el tema de la ley y ese es el tema, si no, sí me iría por la recomendación, pero es un tema que revisemos, que estudiemos y que propongamos esta situación.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Yo creo que es una buena oportunidad esta para retomar el camino de la ley, porque aquí dice claramente en la fracción XI que es infracción a la ley entregar información clasificada como reservada o confidencial conforme a lo expuesto en esta ley.

Y el siguiente artículo, el Artículo 94 dice: “Nosotros no debemos ser omisos”, y el artículo dice: El Instituto dará vista o denunciará ante la autoridad competente cualquier conducta prevista en el artículo anterior y aportará las pruebas que considere pertinentes. Los órganos de control interno entregarán semestralmente, etcétera, etcétera, pero aquí sí nos da claramente la obligación al Instituto sin que quede a criterio de los comisionados o del pleno la obligación de dar vistas por este tipo de infracciones.

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Alguien más?

Si ahorita sacamos un artículo que es cierto que está en la ley, o sea, está en términos muy genéricos y lo hemos hecho, eso es lo que más me tiene con varios entes, si quieren la próxima semana les estoy dando la relación y entonces no podemos estar titubeando en estas cosas, con unos sí y con otros no, y ahora sí aplico la ley y ahora no aplico la ley.

También hay uno que es la interpretación de este pleno para la aplicación de la ley, no es que no estemos aplicando la ley, yo entiendo que dice cuando este pleno decide no viola el artículo y dice vamos, la ley no dice no habrá gradualidad, no dice, o sea, estamos dando la recomendación porque estamos viendo un hecho notorio y en la recomendación queda claro, y ahí está la ley, que si reincide en esa conducta entonces se dará vista. Ahí está la interpretación. 

Y a mí de verdad, por eso dije ya no entiendo nada, es que lo hemos hecho, no sé, en las últimas 15 o 20 sesiones, si podemos ver varios y ahora está esta idea. Yo no tendría problema con una y con la otra, el problema es que no podemos decir una semana una cosa y la próxima semana decidir otra cosa, porque los propios entes y ya tuvimos uno, eh, acabamos de tener uno que la directora jurídica le están haciendo una denuncia porque se actuó en un recurso de una forma y en otro recurso de otra forma.

Entonces, este ha sido un criterio el que vayamos gradualmente con la recomendación en la primera vez y en la segunda con la vista. Obviamente lo vamos a votar, me queda claro, simplemente yo llamo a ese tipo de cuestiones, porque está la ley, pero también está esa interpretación del Instituto que puede hacer una interpretación a este pleno en ese sentido. Entonces, simplemente para ponerlo en la mesa. 

Bueno, señores comisionados, voy a votar. Creo que por la parte del sentido creo que estamos ahí de acuerdo en que sea modificar en esta idea de que vuelva a hacer la clasificación. Entonces, lo voy a votar en lo general y en lo particular voy a votar si es recomendación o es vista, que es lo que está.

Entonces, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 1507, el Instituto de Mujeres del Distrito Federal el sentido sea modificar para que haga la clasificación de la información confidencial, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- En lo general por unanimidad se aprueba.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo que por haber revelado información confidencial se le dé vista, favor de manifestarlo.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que por haber revelado esta información confidencial y se haga una recomendación con el procedimiento de volverlo a repetir hasta dar la vista, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- En lo particular los términos de votación es el siguiente: La propuesta de dar vista a la contraloría por revelar datos personales tres votos, comisionados Alejandro Torres, Luis Fernando Sánchez, David Mondragón.

La propuesta de que se le haga una recomendación dos votos, del Comisionado Mucio Israel Hernández, Comisionado Oscar Guerra Ford.

Estaría incluyendo el resolutivo relativo a la notificación, que sería un cuarto resolutivo.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, pasaríamos al siguiente Recurso de Revisión.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es Sistema de Aguas de la Ciudad de México, expediente RR.SIP.1512/2013. Se solicitó copia en versión digital gratuita de todos los contratos por prestación de servicios profesionales que se hayan formalizado en todos los años de 2000 a 2013, entre el Sistema de Aguas de la Ciudad de México y ocho ciudadanos del interés del particular.

El ente obligado respondió que se localizó información respecto de siete de los ciudadanos prestadores de servicios profesionales pero no de uno de ellos; no obstante no es posible proporcionar la información en el medio solicitado toda vez que no se cuenta con la misma digitalizada, por lo que concede la consulta directa de dicha información.

El solicitante se inconformó porque respecto del primer punto de su solicitud el ente obligado se limita a listar el nombre de las personas respecto de las cuales se requirió versión digital gratuita de esos contratos de prestación de servicios profesionales negando el acceso a la información en la modalidad solicitada, pues sin motivo ni fundamento opta por una modalidad distinta con el Artículo 54 de la ley de la materia no exime al ente recurrido de proporcionar la información en la modalidad solicitada.

En ese sentido, el ente obligado no fundó ni motivó debidamente la respuesta impugnada en tanto que no cita el precepto jurídico que funde el cambio de modalidad en la entrega de la información, así como tampoco expone argumentos suficientes que motiven debidamente la misma, por lo que ésta no se justifica el cambio de modalidad a consulta directa.

En ese sentido lo procedente sería que otorgara versiones públicas previo pago de derechos de los instrumentos jurídicos del interés del impetrante salvaguardando en todo momento la información de acceso restringido.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta impugnada y ordenar que se emita una nueva en la que proporcione copia simple previo pago de derechos previsto en el Artículo 249, fracción II del Código Fiscal del Distrito Federal de las versiones públicas de los contratos de prestación de servicios profesionales formalizados entre el Sistema de Aguas de la Ciudad de México y las personas del interés del particular en el periodo comprendido entre el año 2000 y 2013.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- De acuerdo con el sentido del proyecto, simplemente para proponer a este pleno se pueda precisar la orden atendiendo a que en ésta se señala proporcione copia simple previo pago de derechos; sin embargo, debe de decírsele al ente que ofrezca copia simple.

En relación a lo anterior resulta necesario agregar un punto a esta orden que haga el Sistema de Aguas de la Ciudad de México, en el que indique que deberá ofrecer la consulta directa de la información requerida fundando y motivando el cambio de modalidad.

Asimismo, deberá informarle que podrá obtener la reproducción de aquellos documentos que sean de su interés previo pago de derechos, lo anterior con la finalidad de otorgar al solicitante la posibilidad de obtener la información requerida en diversas modalidades apoyando el principio de gratuidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Los voy a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 1512, Sistema de Aguas de la Ciudad de México, el sentido sea modificar, pero hay que ajustar en la orden a fin de que primero se le dé acceso a la consulta directa y de aquella documentación o contratos que sean de su interés al particular se le puedan proporcionar previo pago de derechos en copia simple atendiendo los principios de gratuidad en la información. Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1512/2013.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, vamos a someter a votación los recursos de remisión que no han sido desahogados por ningún Comisionado, y vamos a iniciar con los recursos 1370 y 1378, Secretaría de Medio Ambiente; 1483, Partido Acción Nacional; 1541, Instituto de Mujeres; 1522, Asamblea Legislativa; 1523 y acumulado 1524, Partido Revolucionario Institucional; y 1546, Secretaría de Cultura del Distrito Federal, el sentido sea modificar favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobados por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 1410, Azcapotzalco; 1516, Tribunal Superior; 1527, Secretaría de Desarrollo Urbano, el sentido sea revocar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobados por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 1486, Delegación Azcapotzalco; 1445, Secretaría de Gobierno, el sentido sea sobreseer por entrega de información, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobados por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 1426, Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, se sobresea por improcedente, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 1453, Tlalpan; 1525, Partido del Trabajo, el sentido del trabajo sea sobreseer por quedarse sin materia, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobados por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 1450, Oficialía Mayor, el sentido sea confirmar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- 1723, Secretaría de Desarrollo Urbano; 1724, Secretaría de Desarrollo Urbano, que estén de acuerdo que el sentido sea ordenar y emitir una respuesta y dar vista a la Contraloría por haber configurado la omisión de la misma, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueban por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, señores Comisionados ciudadanos, primero queremos agradecer la presencia de la licenciada Diana Hernández y de los Comisionados de la Delegación Jurídica de este Instituto.

Y comisionados ciudadanos de no haber inconveniente por parte de ustedes procedemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día consistente en los asuntos generales.

Y como no hay ningún asunto general y no habiendo otro qué tratar, siendo las dos de la tarde con 10 minutos del día 20 de noviembre del 2013, se da por terminada la Cuadragésima Sesión Ordinaria del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, agradeciendo a ustedes su presencia. 

Que tengan muy buenas tardes, buen provecho y buen camino a Puebla.
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